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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	09-5223-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Pablo Andrés Molina Aguilar
	02-04-09
	RELACIONES DE PARENTESCO EN EL BANCO CREDITO AGRICOLA DE CARTAGO

-Acción de Personal No. RH2009003050 del 13 de febrero del 2009 de la Dirección de Recursos Humanos del Banco Crédito Agrícola de Cartago.

-Artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco Crédito Agrícola de Cartago.

La norma impugnada señala que será prohibido contratar personas que tengan familiares hasta segundo grado de consanguinidad o afinidad, laborando en la institución. 



	09-5427-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Chacón Valerio
	06-04-09
	LIMITACIONES PARA QUE PERSONAS CIEGAS PUEDAN VOTAR

-Disposiciones del Tribunal Supremo de Elecciones, en especial la No. 1386-E1-2009.

Las disposiciones impugnadas no garantizan que las personas ciegas puedan ejercer su derecho al voto en forma secreta, violando así el principio de igualdad.



	09-5473-0007-CO
Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sección Segunda. 


	03-04-09
	COMISO DE BIENES A PERSONAS DE BAJOS RECURSOS

-Artículos 83 y 87 de la Ley sobre Estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado y actividades conexas. No. 8204. 

Se indica que las  normas cuestionadas pueden estar infringiendo el principio de proporcionalidad y razonabilidad, así como la prohibición de la pena de confiscación,  que para la materia penal prescriben los artículos 40 de la Constitución y 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, en tanto se podría estar aplicando dicha sanción cuando se ordene el comiso en las siguientes circunstancias: El sujeto directamente afectado por el comiso lo sea una persona de escasos recursos económicos, que el objeto de dicha medida lo sea una casa de habitación de interés social. Que dicha casa de habitación constituya el único bien inmueble inscrito a nombre de dicha persona. 



	09-5509-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Enrique Romero Pérez
	13-04-09
	NOMBRAMIENTOS DE AUDITORES Y SUBAUDITORES.

-Artículos 15 y 62 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

-Artículo 31 de la Ley de Control Interno. 

Se acusa que las normas impugnadas establecen el nombramiento de los auditores y subauditores por tiempo indefinido e inamovible. 



	09-5543-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Gerardo Rodríguez Quesada

Alcalde Municipal de Nandayure.
	13-04-09
	DICTAMENES DE LA PROCURADURIA, SOBRE PLANES REGULADORES, VINCULANTES PARA LAS MUNICIPALIDADES.

-Artículo 2 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. No. 6815 del 27-09-1982 y sus reformas. 

-Opinión Jurídica No. OJ-096-2005 del 14 de julio del 2005 y Dictamen C-234-2006 del 07-06-2006.

Se impugna el dictamen legal de la Procuraduría General de la República que vincula a todas las municipalidades, en tanto no permite la gestión, contratación o financiamiento privado en los planes reguladores, prohíbe la participación financiera  de las empresas, no se permite la participación de personas privadas en la contratación, gestión o financiamiento de planes reguladores, lo que a juicio del accionante viola el principio de autonomía municipal. 

 

	09-5537-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Castillo Barahona
	13-04-09
	PERMISO DE PORTACION Y TENENCIA DE ARMAS

-Artículo 23 de la Ley de Armas y Explosivos No. 7530. 

La norma establece un límite de armas lícitas a poseer o a tener, lo que considera que es violatorio del principio de propiedad privada. 



	09-5569-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Wendi Espinales Danaire
	14-04-09
	REQUISITOS PARA RESIDENCIA

-Artículo 73 inciso b) de la ley de Migración y Extranjería No. 8487 del 22-11-2005. 

-Artículo 14 inciso b) de la Circular SDG-461-2007 DEL 12-03-2007 de la Sub Dirección General de Migración y Extranjería del Ministerio de Gobernación y Policía. 

No le dan residencia permanente en Costa Rica, a pesar de ser hermana de dos costarricenses, porque es una hermana mayor sin discapacidad, lo que considera violatorio al principio de igualdad Y 



	09-5763-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marco Tulio Zeledón Aguilar y otros.


	16-04-09
	INCENTIVOS LABORALES SOLO SE RECONOCEN A PSICOLOS CLÍNICOS

-Artículos 40 de la Ley General de Salud.

-Artículos 17,18 y 19 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas N-6836.

La normativa impugnada señala que sólo se contemplan como profesionales de las ciencias médicas en cuanto a Psicología  a los psicólogos con un posgrado en Psicología Clínica y por ello sólo se les reconocen incentivos como profesionales de las ciencias médicas, a este grupo. 



	09-5884-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Castillo Barahona
	16-04-09
	LIMITES A PERMISOS DE PORTACION Y TENENCIA DE ARMAS

-Artículo 23 y 62 de la Ley de Armas y Explosivos No. 7530. 

El artículo 23 establece un límite de armas lícitas a poseer o a tener, lo que considera que es violatorio del principio de propiedad privada. Por su parte, el artículo 62 permite que una persona jurídica pueda inscribir más de tres armas, lo que considera violatorio del artículo 33 de la Constitución.  



	09-5927-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronny García Gonzalez
	17-04-09
	JURISPRUDENCIA SOBRE COBRO DE HONORARIOS DE ABOGADOS.
-Criterio jurisprudencial reiterado del Juzgado Especializado de Cobro del II Circuito Judicial de San José, y el Juzgado Contencioso Administrativo.
Las normas se impugnan por cuanto en los incidentes de cobro de honorarios de menor cuantía que se tramitan en los despachos  indicados crean cosa juzgada material en el sentido de que la regulación del arancel de honorarios mínimos de los profesionales en derecho, no es una normativa de orden público, sino materia privada  y por tanto de libre disposición de las partes, y por ende que un contrato se sobrepone a dicha regulación, privando al profesional de todo derecho de cobro de los honorarios mínimos frente a su cliente. La jurisprudencia impugna señala que un profesional en derecho, que por solicitud expresa de su cliente, da por terminados los casos por ilocalizables y por tanto se desliga de los mismos, no puede cobrar siquiera los honorarios mínimos al cliente que lo contrató, creando a su juicio una discriminación entre los profesionales en derecho que pueden cobrar honorarios y los que no. 


	09-5940-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Penal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José
	20-04-09
	PLAZO PARA CONCILIACION

-Artículo 36 del Código Procesal Penal. 

Se consulta sobre el límite temporal que fija la norma impugnada, el cual impide a las partes aplicar la conciliación cuando se haya decretado la apertura a juicio en un asunto penal. 



	09-6134-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Arlin Steinvorth Fernández
	22-04-09
	MULTAS EN CONTRATACION ADMINISTRATIVA

-Artículo 48 primer y último párrafo del  Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.

Las normas impugnadas señalan que para el cobro de multas, no será necesario demostrar la existencia del daño o perjuicio y que no podrá superar el 25% del precio total. Estima que esto viola el debido proceso, pues implica la imposición de una sanción pecuniaria que afecta a una de las partes. 



	09-6130-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eric Thormaehlen Hanke
	22-04-09
	LEY DE IMPUESTOS MUNICIPALES DE ALAJUELA

-Artículos 5 y 7 de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Alajuela. No. 8236. 

Se acusa que el monto a cancelar por concepto del tributo de patente comercial a dicha municipalidad es superior en un 50% a la totalidad de la renta neta disponible, siendo por ende, confiscatorio. 



	09-6253-0007-CO


	Joe Campos Bonilla


	22-04-09
	PENA DE PRISION A FUNCIONARIO QUE REALICE ALLANAMIENTO ILEGAL

-Artículo 205 del Código Penal.

La norma se impugna al sancionarse al sujeto que comete el delito de allanamiento ilegal, o sea que allanar un domicilio sin las formalidades prescritas por la ley o fuera de los casos que ella determine,  dicha norma  resulta desproporcionada y falta de razonabilidad,  por la forma en que se sanciona al sujeto activo, al desconocerse si el delito de allanamiento ilegal;  es un delito grave o no.



	09-6254-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Jeffry Madrigal Angulo


	23-04-09
	              NOMBRAMIENTOS DE LOS DOCENTES

-Artículo 9 del Decreto Ejecutivo 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente 31-08-1981.

La norma impugnada les impide a los docentes completar el número máximo de lecciones o un número mayor del que poseen.



	09-6255-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Sindicato de Ingenieros del ICE

Representante: Mayid Halaba Fauaz
	23-04-09
	INSTALACION DE REDES DE TELECOMUNICACIONES  TANTO EN BIENES DE DOMINIO PUBLICO COMO EN PROPIEDADES PRIVADAS

- Art. 79 del Decreto Ejecutivo número 34765-MINAET. “Reglamento a la Ley General de Telecomunicaciones. Ley 8642.

-Ley 8660, “Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones.

Las normas se impugnan por cuanto las empresas operadoras de redes públicas  de telecomunicaciones pueden instalar infraestructura de telecomunicaciones  tanto en bienes de dominio público como en propiedades privadas; las normas especifican la afectación a la propiedad privada lo que representa un tipo de limitación forzosa 



	09-6334-0007-CO***
Acción de Inconstitucionalidad
	José Francisco Cordero Orellana
	24-04-09
	PERMISOS PARA ESTUDIOS A FUNCIONARIOS DE LA UNA.

-Artículo 4 inciso a) del Reglamento para la Concesión de Permisos de Estudio de la Universidad Nacional.

La norma impugnada señala que para la concesión de permisos de estudio, los funcionarios deben estar en propiedad, cuando la Convención Colectiva no hace distinción entre uno y otro. 

  

	09-6335-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Dolores Ramírez Bonilla
	24-04-09
	EVALUACIONES EN EL SERVICIO CIVIL

-Artículo 43 párrafo primero y segundo del Estatuto de Servicio Civil. 

-Artículo 43 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Ley No. 1581 del 20-05-1953 y sus reformas. 

-Artículo 94 del Decreto Ejecutivo No. 33270-C. Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes. 

Las normas impugnadas, vía reglamentaria, señalan como falta grave, en la evaluación de servicios una calificación de insuficiente de un servidor público, adscrito al Servicio Civil y, por ende, se puede despedir al funcionario.  

 

	09-6400-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Luis Rojas Morales
	27-04-09
	CREACION DE LA ZONA PROTECTORA DE TIVIVES

-Decreto Ejecutivo No. 17023-MAG. Creación de la Zona Protectora de Tivives.

Se acusa que el Decreto impugnado es contrario a la Ley de Caldera, pues está modificando un régimen creado por ley, pues impone un régimen adicional al establecido por Ley, invadiéndose así las competencias y facultades del Poder Legislativo. Señala además que no se dieron estudios técnicos para la creación de la zona protectora.

 

	09-6434-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Cristina María Arguedas Alvarez
	27-04-09
	PRESUNCION DE PARTERNIDAD

-Artículos 69, 72 y 242 del Código de Familia. 

Presunción de poner los apellidos del esposo al hijo de una mujer casada, sin que la madre pueda declarar quien es el verdadero padre, pues existe un interés superior del niño de saber quien es su padre. 



	09-6542-0007-CO
Consulta Judicial

	Tribunal de Juicio de Flagrancias
	23-04-09
	SANCIONES POR CONDUCCION TEMERARIA

-Artículo 254 bis del Código Penal.

-Artículo 199 de la Ley de Tránsito. 

Las normas señaladas indican que el juez sólo puede indicar las horas que una persona condenada prestará servicio de utilidad pública, pues el lugar lo señala el COSEVI. La prueba de aliento pueden lesionar el principio de defensa material e inocencia. 



	09-6548-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexander Vargas Rojas
	29-03-09
	LIMITE MAXIMO DE UNA PENA DE PRISION. 

-Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. 

Considera el accionante que hubo irregularidades legislativas en la aprobación de la ley. 



	09-6549-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Nandayure Valenzuela Arce


	29-04-09
	PAGO DE DEDICACION EXCLUSIVA EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL

-Artículo 2 del Régimen de Dedicación Exclusiva para Funcionarios Académicos de la Universidad Nacional. 

La norma impugnada señala que para acogerse a la dedicación exclusiva el profesor debe tener al menos la categoría de Profesor 1 en el régimen de Carrera Académica. 



	09-6604-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yesmin Magali Arias Herrera
	30-04-09
	REQUISITOS PARA AUTORIZACION A MANEJAR VEHICULOS DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

-Artículo 10 del Decreto Ejecutivo No. 33343-S-H-MP-MOPT-J.

La norma impugnada señala los requisitos de las personas autorizadas para manejar vehículos de personas con discapacidad, establece que sólo pueden ser autorizados familiares hasta el segundo  grado de consanguinidad o afinidad y un máximo de dos personas autorizadas. En el caso concreto, no aceptaron a una persona que tiene vínculo sanguíneo en tercer grado.  



	09-6671-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Bernal Aragón Barquero
	30-04-09
	CONTRATACION DE MEDICOS EN EL SECTOR PRIVADO

-Artículo 23 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas. No. 6836 del 21-12-1982. Reformada por Ley No. 8423 del 07-10-04.

Las contrataciones de médicos en instituciones públicas o privadas deben respetar lo establecido en la ley impugnada, lo que considera que restringe la posibilidad de acordar condiciones de trabajo en el sector privado entre los profesionales de ciencias médicas y las instituciones privadas. 



	09-6635-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Penal de Flagrancia
	30-04-09
	SANCIONES POR CONDUCCION TEMERARIA

-Artículo 254 bis del Código Penal.

-Artículo 71 ter, 107 y 199 de la Ley de Tránsito. 

Las normas señaladas indican que el juez sólo puede indicar las horas que una persona condenada prestará servicio de utilidad pública, pues el lugar lo señala el COSEVI. La prueba de aliento pueden lesionar el principio de defensa material e inocencia. 



	09-6696-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Constructora Sánchez Carvajal
	30-04-09
	BASES TÉCNICAS PARA LA ADMINISTRACIÓN DEL SEGURO DE RIESGO DE TRABAJO

-Artículos 9.2, 9.3, 9.6.1, 9.6.2 y 9.6.3 de la Norma Técnica del Seguro de Riesgos del Trabajo.

-Oficios  INS-RT-5886-2008  del 28-10-2008, oficio RT-1205-2009 del 26-02-2009.

Las normas señaladas establecen las bases técnicas emitidas por el INS para la administración del seguro de riesgos del trabajo. Dichas normas  hacen una excepción a la actividad de la construcción, por cuanto para todas las actividades comerciales o empresariales se utilizan los salarios reportados por las empresas o patronos a excepción de la actividad de la construcción que es la proyección de salarios a pagar por el patrono por los doce meses del periodo, a diferencia del  Código de Trabajo, que establece que la base y el sustento fundamental de la póliza de Riesgos del Trabajo lo es el salario reportado por el patrono al INS, siendo que este aspecto sólo puede ser modificado por una ley debidamente  promulgada y no por  una norma técnica de inferior rango.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	09-003588-0007-CO

Voto 2009-05890
	03 de abril 2009
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Claudio Molina Salazar en contra de los Artículos 244, 245 y 246 del Código Procesal Penal. Se deniega el trámite a la acción.-

	09-04423-0007-CO

Voto 2009-05891
	03 de abril 2009
	A las quince horas con treinta y un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Genarina Marta Pérez Castrillo en contra del Artículo 3 del Reglamento No Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se deniega el trámite a la acción.-

	09-04376-0007-CO

Voto 2009-06021
	21 de abril del 2009
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Segunda Oportunidad de Vida en contra del Artículo 30 de la Ley 8718 del 18-02-09 y Transitorio III de la Misma. Acumúlese esta acción a la que se tramita bajo el número de expediente 09-002958-0007-CO.-

	04-12567-0007-CO

Voto 2009-06225
	22 de abril 2009
	A las diecisiete horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco Machore Levy en contra del Reglamento de Actividad de Aviación Agrícola, Decreto Ejecutivo 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP. Agréguese a sus antecedentes.-

	09-04368-0007-CO

Voto  2009-06824
	29 de abril 2009.
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal de Heredia, Sede en Sarapiqui en cuanto al Artículo 205 párrafo 2) del Código Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 205 párrafo segundo del Código Penal es inconstitucional. En consecuencia, se anula dicha norma del ordenamiento jurídico. Esta declaratoria tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	09-05473-0007-CO
Voto  2009-06833


	29 de abril 2009.
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal de San Ramón en lo referente al Artículo 83 y 87 de la Ley sobre Estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado y actividades conexas N.8204. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	06-14560-0007-CO.
Voto  2009-06837


	29 de abril 2009.
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Silvie Boruvkova en contra de los Artículos 7° de la Ley No. 2220 de 20 de junio de 1958 y 11 del Decreto Ejecutivo No.66 de 4 de Noviembre de 1960. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 7° de la Ley de Servicio de Cabotaje de la República No. 2220 de 20 de junio de 1958 y 11 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo No. 66 de 4 de noviembre de 1960. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Presidente de la República y a la Ministra de Obras Públicas y Transportes.- 

Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	07-03507-0007-CO.
Voto  2009-06838


	29 de abril 2009.
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Industrias de Costa Rica en contra del Artículo 34 Ley de Desarrollo, Promoción y Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica N.8542 de 27 Setiembre de 2006. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación al procedimiento legislativo. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 34 de la Ley No. 8542 de 27 de setiembre de 2006, Ley de desarrollo, promoción y fomento de la actividad agropecuaria orgánica que reforma el artículo 3 de la Ley No. 8262, de 2 de mayo de 2002, Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

  Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	07-00843-0007-CO
Voto  2009-06841


	29 de abril 2009.
	. A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfredo Sasso R. Hijos S.A., Holtermann y Compañía S.A., Importaciones La Guaria del Norte Sociedad Anónima, Maderas Maflor Limitada, Metalco Sociedad Anónima, Súper Partes S.A. en contra de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás (8523). Se rechaza de plano la acción número 07-000843-0007-CO. En cuanto a la acción acumulada numero 07-002277, se declara sin lugar la acción. -




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	09-1795-007-CO


	Edwin Duartes Delgado en su condición de apoderado judicial de Hilario Agüero Chaves para que se declare inconstitucional el  artículo 144 inciso e) en cuanto dispone: “Artículo 144.- Suspensiones hasta por seis meses. Se impondrá a los notarios suspensión de uno a seis meses, según la gravedad de la falta, cuando: …e) Incumplan alguna disposición, legal o reglamentaria, que les imponga deberes y obligaciones sobre la forma en que deben ejercer la función notarial.” 

Resolución de 09:30 horas del 23 de marzo del 2009.
Boletin 70-71-72 del 13-14-15 abril 2009.-


	SANCIONES A NOTARIOS

La norma se impugna en cuanto contiene un tipo penal abierto. La construcción de tipo adolece de concreción, de modo que permite que el juzgador al momento de dictar sentencia, hacer uso de una amplia discrecionalidad para encuadrar cualquier conducta dentro del tipo objetivo. 


	09-3167-007-CO
	Gloria Navas Montero, como apoderada especial judicial de Luis Monge Fernández, para que se declare inconstitucional el artículo 1 del Reglamento de Dedicación Exclusiva de la Universidad Nacional.

resolución de 08:30 horas del 23 de marzo del 2009
Boletin 70-71-72 del 13-14-15 abril 2009.-


	DEDICACIÓN EXCLUSIVA EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL

El artículo cuestionado establece que el régimen de dedicación exclusiva en la Universidad Nacional se entiende como el compromiso que adquiere el funcionario profesional con la Institución de no ejercer en forma particular ninguna profesión, por lo cual la Universidad se compromete a retribuirle un porcentaje adicional sobre el salario base. Estima que dicho precepto impide el ejercicio libre de las artes liberales, específicamente, de la música. En efecto, tanto esa norma como la aplicación que la Universidad Nacional le ha venido dando violentan la libertad de expresión del espíritu humano y el derecho al trabajo, ya que no permiten al afectado ejercer su profesión de artista, compositor y ejecutor musical por violar supuestamente el régimen de dedicación exclusiva con el referido centro universitario. En efecto, para dicha entidad, la actividad académica del interesado y su actividad profesional como músico (artista) son lo mismo, al punto que -según la Universidad Nacional- el papel de docente que desempeña le impide realizar otras actividades como artista, propias de su profesión, ajenas a lo académico y fuera de horas de trabajo, por haberse acogido al régimen de exclusividad. La restricción impuesta al académico-artista desarrollador, promotor y comunicador de las bellas artes, so pena de que se le sancione o se le califique de irrespetuoso de una relación contractual eminentemente laboral en el que devenga un plus salarial, implica una evidente arbitrariedad y un quebranto del principio de razonabilidad. La normativa, así como su interpretación y aplicación, violentan abiertamente un principio de justicia razonable en cuanto a la norma sustantiva y sus efectos. Es violatoria de la libertad en general y de la libertad en particular del músico, del autor de una obra musical, del ejecutante y compositor que se encuentra ajeno a la función académica del aula universitaria. La libertad de trabajo, por virtud de discriminación irrazonable, es igualmente quebrantada en el caso de autos.

	 09-3347-007-CO
	Yashin Castrillo Fernández contra el artículo 242 del Código de Familia.

Resolución de 09:15 horas del 23 de marzo del 2009

Boletin 70-71-72 del 13-14-15 abril 2009.-


	FAMILIA DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO
Solicita que se elimine la frase “entre un hombre y una mujer” contenida en dicha norma, para que en su lugar se lea “entre personas” y que se interprete la frase “que posean aptitud legal para contraer matrimonio” en el sentido de que el ser personas del mismo sexo no es un impedimento para el reconocimiento de la unión de hecho, a pesar de serlo para la celebración del matrimonio.  


	09-4036-007-CO


	Rodrigo López García en su condición de Secretario General de la Asociación Nacional de Profesionales en Enfermería, A.N.P.E., para que se declare inconstitucional el artículo 25 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas, número 6836 del veintidós de diciembre de mil novecientos ochenta y dos.
Resolución de 08:30 horas del 19 de marzo del 2009.

Boletin 70-71-72 del 13-14-15 abril 2009.-


	PLUSES SALARIALES PARA PROFESIONALES EN ENFERMERIA

La norma se impugna en cuanto establece que se reconocerá la anualidad en un tres coma cinco por ciento (3,5%) calculada sobre el salario base, a los profesionales en enfermería, con grado académico de licenciatura o uno superior; a diferencia de los demás profesionales en ciencias médicas, a quienes se les reconoce un cinco coma cinco por ciento (5,5%) sobre el salario base.  Señala el accionante que es inconstitucional que la norma impugnada prive a las enfermeras y enfermeros profesionales de la posibilidad de acceder a un monto de anualidad igual al de sus otros pares profesionales en ciencias de la salud. 


	09-2959-007-CO
	Gilberth Alfaro Morales, en su condición de Subgerente Jurídico con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, para que se declaren inconstitucionales los artículos 9 inciso b) y 10 de la Ley de derechos y deberes de las personas usuarias de los servicios de salud públicos y privados, número 8239 del dos de abril del dos mil dos y los artículos 10,13,14 y 19 del Reglamento de la Ley de derechos y deberes de las personas usuarias de los servicios de salud públicos y privados, Decreto Ejecutivo número 32612 del catorce de julio del dos mil cinco. 
Resolución de 08:50 horas del 31 de marzo del 2009
Boletin 73-74-75 fechas 16-17-20 abril 2009.-


	CREACION DE LAS CONTRALORIAS DE SALUD EN LA CCSS

Las normas se impugnan por cuanto se estima que constituyen un mecanismo para crear figuras mediante las cuales se pretende, desde un órgano externo, como lo es la Auditoría General de Servicios de Salud del Ministerio de Salud, establecer una serie de obligaciones que son competencia exclusiva de la Caja, limitando de esa forma las amplias facultades que el constituyente otorgó para la administración, control, fiscalización y planificación de los recursos que le han sido conferidos, lo cual, desde el punto de vista constitucional, resulta improcedente. 


	09-3350-007-CO
	José Humberto Arce Salas, en representación de Cascadas del Toro, Sociedad Anónima, contra la interpretación y aplicación dada por la Junta Administrativa del Servicio Eléctrico de Cartago (JASEC) al artículo 7 de la “Ley de participación de las cooperativas de electrificación rural y de las empresas de servicios públicos municipales en el desarrollo nacional” (Nº 8345 de 23 de febrero del 2003) y al artículo 5 de la “Ley de Expropiaciones” (Nº 7495 de 3 de mayo de 1995), así como contra el “Convenio de Alianza Empresarial ICE-JASEC” de 9 de marzo del 2006 y su correspondiente “Plan de Implementación”.  

Resolución de 13:45 horas del 27 de marzo del 2009
Boletin 73-74-75 fechas 16-17-20 abril 2009


	EXPROPIACIONES QUE PUEDEN DECRETAR TODA PERSONA JUDICA DE DERECHO PÚBLICO, INCLUIDAS EMPRESAS PÚBLICAS NO ESTATALES.

Estiman que los actos y normas cuestionados violan los principios constitucionales de legalidad, de igualdad ante la ley, de pleno acceso a la justicia administrativa y judicial, de la intangibilidad patrimonial, de la reserva de ley, de la división territorial y la jurisdicción territorial y de la descentralización administrativa. A).- Con relación al artículo 7 de la Ley 8345 y al Convenio igualmente cuestionado, considera el actor que el dictado de una expropiación con dicha base jurídica viola los artículos 168, 169 y 170 de la Constitución, otorgándole jurisdicción extraterritorial por la vía de un simple convenio a una dependencia municipal menor. Viola también el artículo 45 constitucional, que dispone que la materia expropiatoria es de reserva legal absoluta, en cuanto sólo puede darse por “interés público legalmente comprobado” que debe ser declarado por un acto legislativo expreso. Y también resultan infringidos los principios tutelados por los artículos 11 (de legalidad), 33 (de igualdad frente a la ley), 41 (de acceso a la justicia), 45 (de intangibilidad patrimonial), 188, 189 y 190 (de la descentralización administrativa). Al autorizar indiscriminadamente alianzas empresariales entre entes públicos nacionales como el ICE y empresas municipales como JASEC, para ejecutar conjuntamente obras en cualquier parte del territorio nacional, el artículo 7 impugnado permite la transferencia de competencias, potestades de imperio, deberes públicos, funciones, poderes y fines de un ente u órgano hacia otro de inferior categoría, quebrantando los artículos 168, 169 y 170 constitucionales. Aceptar que dicha norma pueda ser aplicada en la forma que lo han hecho el ICE y JASEC obliga a admitir que ella le permite a cualquier Municipalidad -que tiene su jurisdicción territorial limitada al respectivo cantón- para que pueda modificar su competencia por razón del territorio con la firma de un simple convenio, adquirir una competencia nacional o extraterritorial y ejercer su autonomía con exclusión de las otras municipalidades. Todavía más, tal aplicación del artículo 7 referido significaría que todo costarricense estaría obligado a soportar que se puedan crear oficinas, órganos o entes que dicten actos de imperio, como expropiaciones, imposición de tributos (tasas, precios y tarifas, por ejemplo) entre otros, y promulgados por más de una municipalidad simultáneamente, compartiendo dos o más de ellas la misma jurisdicción territorial y la misma competencia material y, además, soportar los poderes usuales bajo los que impone el Estado el ejercicio de su poder soberano. Todo ello resultaría en una verdadera entelequia o en un absurdo jurídico, porque implicaría una modificación o una supresión de la división territorial constitucional por la vía del simple convenio. La aplicación del artículo 7 impugnado viola el principio de legalidad, porque el contenido del Convenio de Alianza Empresarial excede los límites constitucionales de la competencia, los de la creación de los entes descentralizados, así como el principio de reserva de ley, que resulta también mancillado y todo ello impide que de un simple acto formalizado por dos personas jurídicas públicas, se pueda inferir que se le atribuya a un ente público un fin del que carece y que de ese acto se derive el fundamento para ejercer una competencia, tautología imposible de admitir, porque las autoridades públicas están sujetas al artículo 11 constitucional, que significa que pueden actuar únicamente en la medida en que el legislador les atribuya expresamente una competencia concreta. Alega además el gestionante que el contenido del artículo 7 impugnado viola el artículo 33 constitucional, porque por medio del principio de igualdad se prohíbe hacer diferencias entre dos o más personas que se encuentran en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas; es decir, su representada tiene el derecho de ser regulada, jurídicamente, por un gobierno local que se conforme con lo que se establece en los artículos 168, 169 y 170 y, desde el punto de vista del Derecho de la Constitución, es inadmisible que surja “por un acto de magia jurídica” un nuevo ente municipal creado por un simple convenio, para agraviar a la empresa con la imposición de actos de arbitrariedad exagerada, que se manifiestan en daños y perjuicios imposibles de reparar. Se viola igualmente el acceso a la justicia (artículo 41 constitucional), porque la justicia se entiende como la existencia y disponibilidad de un sistema o conjunto de mecanismos idóneos para el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado, para declarar el derecho controvertido o restablecer el violado, interpretándolo y aplicándolo imparcialmente en aplicaciones concretas, sistema al que su empresa no logra acceso, pues la administración de justicia convalida la desviación de poder, permitiendo que expropie quien no puede hacerlo por carecer de competencia territorial y potestades de imperio y porque no se trata de un ente público en el sentido estricto, según lo que señalan los artículos 188, 189 y 190 constitucionales. Pero, además, se “aborta” una de las instituciones esenciales de la nacionalidad costarricense, como lo es el derecho de propiedad, puesto que la unión ICE-JASEC pretende privar a su representada de su patrimonio real por virtud de una concesión que le hace el ICE a JASEC, al atribuirle una competencia que la propia ley de JASEC no le reconoce y ello se hace con la sola firma de un convenio en el que el ICE le cede a la oficina cartaginesa sus propias facultades, competencias, potestades, poderes y fines, para que sea ésta la que ejerza esas funciones que no tiene y todo ello por la aplicación del artículo 7 de la Ley Nº  8345. Es decir, se intenta abolir la división territorial dispuesta por el 168 constitucional para el funcionamiento de las administraciones públicas territoriales y, consecuentemente, se reniega de lo dispuesto por los ordinales 169 y 170 de la Carta Magna. Aplicado de esa manera, el artículo 7 referido también violenta el canon 45 de la Constitución, porque permite que mediante un “convenio de alianza empresarial” el ICE y JASEC dispongan expropiaciones, sin que medie “interés legalmente comprobado” o, lo que resulta igual o más grave, se pretenda transferir competencias expropiatorias de una administración estatal a una “persona jurídica de derecho público, de carácter no estatal”. B).- En lo que corresponde al artículo 5 de la Ley de Expropiaciones, considera el actor que necesariamente tiene que ser interpretado dentro de los límites que marcan los artículos 1 y 19 de ese mismo texto legal. Por tanto, resulta absurdo pretender, como lo hace JASEC, que esa norma contenga una autorización abierta para que cualquier entidad pública -incluidos entes “de carácter no estatal” como ella- puedan dictar expropiaciones, sin importar su competencia ni material ni territorial. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el “interés público legalmente comprobado” surge cuando el legislador, considerando los fines específicos de una institución pública, otorga expresamente a ésta la competencia expropiatoria, para asegurar con ello el cumplimiento de tales fines, haciendo prevalecer el interés público sobre el interés privado, pero dentro de un ejercicio reglado de esa potestad de imperio. Eso es así porque si bien todo ente público se crea para satisfacer un interés público determinado, no todo interés público justifica la expropiación y, en consecuencia, no todo ente público está dotado de potestad expropiatoria por el simple hecho de serlo. En nuestro medio, el derecho de propiedad está revestido con una garantía constitucional especial a favor de los propietarios y, por eso, toda ley que regule la materia expropiatoria tiene que cumplir con los presupuestos esenciales de respeto máximo al derecho que se suprime y por lo mismo, debe ser una ley garantista de ese derecho y sus principios deben aplicarse en forma restrictiva. La regla es que el propietario puede disfrutar libremente de su propiedad, en tanto que la potestad del Estado y de algunas instituciones autónomas para expropiarla, en razón del interés público legalmente comprobado, opera como excepción. Si bien el texto del artículo 5 de la Ley Nº 7495 en apariencia no quebranta ningún principio constitucional, la expropiación promovida por JASEC contra su representada, invocando esa norma procesal, es plena prueba, precisamente, de lo contrario. Al igual que ocurre en este caso con el artículo 7 de la Ley Nº 8345, con fundamento en lo que prevé y sanciona el artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional (que dice que la Constitución se tiene por infringida cuando ello resulte de la confrontación del texto de la norma o acto cuestionado, de sus efectos, o de su interpretación o aplicación por las autoridades públicas, con los principios y normas constitucionales), el artículo 5 de la Ley de Expropiaciones también resulta inconstitucional por la interpretación que de esa norma hacen las autoridades públicas citadas. Finalmente, por las mismas razones que se ha expuesto para impugnar las normas citadas, impugna de inconstitucional -como consecuencia directa- el Convenio de Alianza Comercial ICE-JASEC de 9 de marzo de 2006 y su Plan de Implementación. 

	08-13703-007-CO
	Sergio Artavia Barrantes y Jonatán Picado León, en su condición de apoderados especiales judiciales para este acto de O & R Trust Services Sociedad Anónima, para que se declaren inconstitucionales los artículos 64 y 67 de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción Social, Ley N° 7727, así como la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia sobre la aplicación e interpretación del artículo 64 citado vertida en las sentencias 743-F-2005 de las 11:15 horas del 12 de octubre del 2005, 210-F-2001 de las 15:00 horas del 9 de marzo del 2001 y 346-F-03 de las 11:05 horas del 18 de junio del 2003. 
Resolución de 14:25 horas del 26 de marzo del 2009.

Boletin 73-74-75 fechas 16-17-20 abril 2009.-


	APELACION DE FONDO DE PROCESOS ARBITRALES

Las normas se impugnan por no permitir la doble instancia en el proceso arbitral, a diferencia de procesos de otra naturaleza, no obstante tratarse de un proceso de conocimiento plenario, con efecto de cosa juzgada material. La limitación establecida en el artículo 64 impugnado impide que un tribunal de segunda instancia pueda revisar por el fondo lo que lesiona las garantías constitucionales de doble instancia, igualdad, proscripción de la arbitrariedad y el principio de legalidad de la función jurisdiccional. Indican los accionantes que la Sala Constitucional ha aplicado la garantía de la doble instancia a procesos civiles o de naturaleza similar, incluso contra resoluciones de mero trámite que “causan estado”, como parte integrante del derecho constitucional a un debido proceso legal (sentencias 300-90, 1951-96 y 6113-96). La inexistencia de un recurso vertical o similar contra laudos arbitrales y la limitación contenida en los artículos 64 y 67 de la Ley RAC, que solamente regula el recurso de nulidad contra laudos, violenta además el principio de igualdad procesal. La doble instancia es elemento integrante de todos los procesos ordinarios de conocimiento plenario –civil, agrario, administrativo, laboral y familia-, sea a través del recurso de apelación o de casación. El proceso arbitral, cuya naturaleza y efectos es idéntico a esos procesos ordinarios, por el contrario no contiene una regla similar; de ahí que sí se trata de procesos idénticos en todos sus aspectos, salvo en la competencia material, no existe razón alguna para hacer una desigualdad grosera y poner en condición de desventaja al laudo, frente aquellos procesos. Al carecer los laudos de la posibilidad de un examen de fondo o mérito, se propicia la arbitrariedad en tanto permite a los árbitros dictar laudos, sin limitación de contenido contra normas escritas en contra de reglas de legalidad o aplicación exacta del derecho; ello lesiona el artículo 11 constitucional. Se viola asimismo el principio de justicia pronta y cumplida, pues al no poder la Sala Primera conocer por el fondo un laudo dictado, muchas veces lo anula, lo que hace que las partes se queden sin una resolución por el fondo del conflicto, que constituye una denegatoria de justicia. 


	 08-14693-007-CO
	Rafael González Ballar en su condición de apoderado de la Asociación Justicia para la Naturaleza para que se declaren inconstitucionales los acuerdos del Consejo de Gobierno consignados en los artículos 1 y 2 de la sesión ordinaria número 92 del 18 de abril,  29 de la Ley General de la Administración Pública y 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, así como las resoluciones números 0181-2008-AGUAS-MINAE y 0182-2008-AGUAS-MINAE y el acto administrativo 002-041-2008 del 04 de julio del 2008 dictado por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos que otorgó derechos a la empresa Hidroeléctrica Aguas Zarcas, que es permiso precario en bienes de dominio público de rango constitucional y demanialidad de rango constitucional y especial. 

Resolución de 10:50 horas del 25 de marzo del 2009.

Boletin 73-74-75 fechas 16-17-20 abril 2009.-


	OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DEL RECURSO HIDRICO PARA LA GENERACION HIDROELECTRICA.

En relación con la inconstitucionalidad del artículo 1° de la sesión 92 del Consejo de Gobierno, señala que el artículo 11 de la Constitución Política dispone que los funcionarios públicos son simples depositarios de la ley y están inhibidos de realizar actos que no se encuentren debida y expresamente contemplados y autorizados por el ordenamiento jurídico. Si bien la norma tiene una connotación subjetiva relacionada con los funcionarios públicos, es claro que su campo de aplicación incluye a los órganos políticos en los que esos funcionarios ejercen su función. A través del artículo 1° de la sesión 92 del 18 de abril  y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, el Consejo de Gobierno dispensó al Instituto Costarricense de Electricidad de los dictámenes C-445-2007 y C-043-2008 emitidos por la Procuraduría General de la República, mediante los cuales señaló la imposibilidad material de otorgar concesiones de recurso hídrico en virtud de laguna legislativa. Ninguna de las normas citadas en el acuerdo impugnado del Consejo de Gobierno le otorga competencias para determinar y conferir competencias a otros órganos del Estado. No existe la referida ley marco, ni hay órgano ni entidad pública competente para otorgar esas concesiones. Por otra parte, el Constituyente no habilitó al legislador ordinario para otorgarle al Consejo de Gobierno otras competencias distintas o complementarias a las que el artículo 147 constitucional le otorgó. No existe un norma jurídica, ni constitucional ni legal, que le confiera al Consejo de Gobierno el poder jurídico de otorgar competencias administrativas por medio de un simple acuerdo administrativo, en tanto lo único que existe a su favor es la atribución de dispensar a los Ministros de la obligatoriedad de los dictámenes vinculantes de la Procuraduría General de la República, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 de la Ley General de la Administración Pública y 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. El segundo argumento relativo a la inconstitucionalidad del artículo dos de la sesión 92 del 18 de abril del 2008 se refiere al reconocimiento, por parte del Consejo de Gobierno, de competencias al Ministerio del Ambiente y Energía para otorgar concesiones de explotación del recurso hídrico para la generación hidroeléctrica, sin considerar que para esos efectos concretos, no solo se requiere una expresa autorización legal que lo habilite, sino que además, por el artículo 121 inciso 14 de la Constitución Política, dicha potestad quedó reservada exclusivamente para el legislador. La norma dispone que el aprovechamiento de las fuerzas que puedan obtenerse de las aguas del dominio público, solamente puede ser concedida a favor de particulares, previa ley especial.  El legislador no ha dictado una ley marco que permita a la Administración Pública (cualquiera) otorgar concesiones de explotación de las fuerzas de las aguas (recurso hídrico). El tercer argumento de inconstitucionalidad alude a una incorrecta apreciación de las competencias atribuidas al Consejo de Gobierno, por los artículos 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y 29 de la Ley General de la Administración Pública. El artículo 6 citado solamente atribuye al Consejo de Gobierno, dispensar de la obligatoriedad del dictamen, pero no le reconoce la competencia para que además de la dispensa, decida unilateralmente lo que a su parecer corresponde, en sustitución de lo señalado por el órgano consultivo técnico-jurídico. Ni la Constitución Política ni la Ley, le han atribuido funciones consultivas ni legislativas, para otorgar competencias que solamente el legislador puede dar.  Por su parte, los artículos 29 de la Ley General de la Administración Pública y 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República  son inconstitucionales en tanto violan la prohibición constitucional que recayó sobre el legislador ordinario de complementar el artículo 147 constitucional. La inconstitucionalidad de los acuerdos del MINAE 181-2008 y 182-2008 se fundamenta en la falta de competencias del Consejo de Gobierno para dictar el acuerdo que sirve de fundamento a la resolución del MINAE y en el vacío legal existente, puesto de relieve por la Sala, en cuanto no existe la ley marco ni tampoco ley especial que identifique a una organización pública, como la competente, para dar concesiones. Por último, y en relación con el denominado permiso precario, se trata de una figura absolutamente inconstitucional tratándose de un bien de dominio público perteneciente a la “nación”, que solamente lo puede ser por medio de una concesión previa ley habilitante. La Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos carece de competencias legales para otorgar esa tipología de permisos, dado que por razones ambientales impuestas por la aplicación derivada del artículo 50 de la Constitución, solamente se pueden otorgar concesiones o permisos, previo cumplimientos de los recaudos constitucionales y legales correspondientes. 

	09-4868-007-CO
	Antonio Marín Barrientos en su condición de presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la sociedad “Sucesores de Clemente Marín S. A.”; contra los artículos 2 a 7 de la Ley de Tuberculosis Bovina número 1207 del 09 de octubre de 1950. 
Resolución de 08:30 horas del 20 de abril del 2009.

Boletines 82-83-84 fechas 29-30 de abril y 04 de mayo 2009.-


	INDEMNIZACION POR ANIMALES SACRIFICADOS

La norma se impugna en cuanto considera el accionante que esas normas son contrarias a lo dispuesto en los artículos 18, 33 y 45 de la Constitución Política, así como a los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Esto, en virtud de que el artículo 7 señala que con base en el peritazgo, el dueño del animal sacrificado, debe ser indemnizado por el Estado con el 50% del valor fijado por los peritos del Banco Nacional; no obstante, en caso de animales asegurados sólo estará obligado a pagar al dueño de los mismos la diferencia que resultare en su contra entre el seguro y el 50% a que se refiere el artículo. Afirma que ese tope indemnizatorio así como el procedimiento de pago establecido en el artículo 7 es contrario al derecho de propiedad, porque la indemnización que se reconoce por el Estado no es el total del valor económico de los bienes destruidos. Asimismo, sostiene que se lesiona el principio de igualdad ante las cargas públicas, porque se afecta el patrimonio de un administrado por razones de interés público, constituyendo esto un trato desigual, dado que se mejora directa o indirectamente la esfera jurídica del resto de los ciudadanos. Refiere que se infringen además los principios de razonabilidad y proporcionalidad, en tanto la realización de la prueba de tuberculina no constituye un elemento técnico médico veterinario idóneo para dictar medidas sanitarias como el sacrificio o exterminio de bovinos a favor de la salud humana, animal y del medio ambiente, pues, la ausencia de pruebas complementarias o confirmatorias de carácter laboratorial, viciaría el contenido del acto, por cuanto sólo se puede concluir desde el punto de vista microbiológico, que hay tuberculosis bovina en un animal cuando se aisla ese microorganismo de los tejidos de ese animal, no únicamente mediante la aplicación de las pruebas intradérmicas o pruebas tuberculinas practicadas por los funcionarios del Ministerio de Agricultura y Ganadería en el hato de que se trate. 


	09-5022-007-CO
	Lilliam Agüero Valerín en su condición de Directora Ejecutiva de la Federación de Mutuales de Ahorro y Préstamo, para que se declare inconstitucional el artículo 161 de la Ley Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. 

Resolución de 14:30 horas del 15 de abril del 2009.

Boletines 82-83-84 fechas 29-30 de abril y 04 de mayo 2009.-


	PLAZOS DE PRESTAMOS IMPUESTOS A MUTUALES

La norma se impugna por estimar que violenta la igualdad de las mutuales con respecto al resto de los intermediarios financieros, así como también el derecho a una vivienda digna en perjuicio de sus respectivos deudores que garantizan sus préstamos con hipotecas. Manifiesta que el límite establecido en la norma impugnada, es contrario a los principios de razonabilidad y proporcionalidad de las leyes, por cuanto no existe razón ni justificación alguna para establecer que el plazo máximo de los préstamos que las mutuales pueden pactar con sus deudores deba ser de quince años, mientras que para los demás intermediarios financieros y deudores no existe tal limitación, con lo que pueden y de hecho ya han readecuado los plazos de sus préstamos con el fin de no verse obligados a ejecutar las correspondientes garantías hipotecarias en la crisis económica que actualmente se está viviendo tanto a nivel nacional como internacional. El artículo 161 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda se impugna por cuanto el  plazo de quince años establecido, imposibilita a las mutuales para utilizar aquel factor como instrumento de reacomodo de las cuotas de pago de sus deudores, esto sería extender el plazo de la operación u otorgar períodos de gracia, posibilidad que se considera extremadamente urgente para ostentar y ejercitar actualmente en virtud del incremento en las tasas de interés experimentado durante los últimos meses. Establece que ante esta situación, a las mutuales no les queda más opción que la ejecución de las garantías hipotecarias de sus deudores, lo cual significa el despojo de su vivienda con todo el desgaste que el proceso ejecutivo implica, lo cual indica que el límite dispuesto en la ley es contrario al principio de razonabilidad y proporcionalidad de las leyes, el derecho a una vivienda digna y el principio de igualdad.


	09-3722-007-CO
	Juan José Hidalgo Rojas, para que se declaren inconstitucionales el punto 2 del inciso a) del artículo 223 del Código de Trabajo que dice: “Por haber transcurrido el plazo que señala el artículo 237”; la última frase del párrafo segundo del artículo 236 del Código de Trabajo que dice ”o hasta que transcurra el plazo de dos años que señala el artículo 237” y el artículo 237 del Código de Trabajo.
Resolución de 14:50 horas del 15 de abril del 2009.
Boletines 82-83-84 fechas 29-30 de abril y 04 de mayo 2009.-


	PLAZO DE INCAPACIDAD TEMPORAL DEL TRABAJADOR

Las normas se impugnan porque niegan el pago de un subsidio que garantiza el ingreso mínimo vital del trabajador que ha sufrido un riesgo del trabajo, luego de transcurrido el plazo de dos años, aunque esté incapacitado para laborar, lo que en criterio del accionante lesiona los numerales 21 de la Constitución Política, 73 y 74 de la Constitución Política y 22 y 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que tutelan el derecho a la salud y a la seguridad social. Considera que las normas impugnadas lesionan también el derecho al trabajo, establecido en el artículo 56 de la Constitución Política, pues si como resultado del trauma, el trabajador pierde el empleo por la incapacidad de desempeñar las labores para las que fue contratado, y no es candidato a una incapacidad permanente, por no alcanzar el porcentaje mínimo exigido por ley, se le niegan los ingresos indispensables para la subsistencia al vencimiento de un plazo arbitrario, lo que atenta contra su efectiva recuperación pues carece de recursos suficientes para hacer frente a las erogaciones propias y de su familia, y a los gastos que acarrea el proceso de tratamiento y rehabilitación. Señala que las normas cuestionadas lesionan también el numeral 33 de la Constitución Política, en tanto la Sala Constitucional en resolución N.2007-017971 de las 14:51 horas del 12 de diciembre del 2007 declaró la inconstitucionalidad del artículo 9 párrafo tercero del artículo 10 del “Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Seguro de Salud”, lo que pone en una situación de desigualdad ante la ley, y discrimina a quienes se encuentran sujetos al régimen de riesgos del trabajo.
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	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-04960.
Expediente 07-010958.   A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Arturo Barrantes Fuentes en contra de la Frase Final Artículo 5 Ley 7302 (Ley General de Pensiones) y Artículo 15 de su Reglamento. Se declara con lugar la acción. En consecuencia debe interpretarse la frase final del artículo 5° de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley #7302 y el artículo 15 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo #33080-MTSS-H en el sentido que ambas normas incluyen el rubro salarial denominado carrera profesional. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-03907

Expediente 08-00782-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Emilio Granados Calvo en contra de la Directriz DM-1330-IZ-07 del Ministerio de Salud. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula la circular DM-1330-IZ-07 del Ministerio de Salud. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la circular anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese está resolución al Ministerio de Salud. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial

	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-03899

Expediente 03-11476-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexis Cruz Bermúdez y Hugo Montero Vargas en contra del Decreto Ejecutivo 31379-H-MAG-MOPT. Se rechaza de plano la acción en cuanto a los artículos 1, 2 y 4 del Decreto Ejecutivo No. 31.379-H-MAG-MOPT. En cuanto al artículo 4 de esa normativa se declara sin lugar la acción.-



	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-03906

Expediente 06-11354-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sociedad Rentacar Centroamericana, Sociedad Anónima en contra del Anexo II del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre la renta. Se declara sin lugar la acción.-

	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-04528

Expediente 08-08734-0007-CO. A las quince horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Isabel Bonilla Herrera en contra de los Artículos 57, 58, 61 aparte V, 68, 69, 70, 71, 72 de la Undécima Reforma a la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. Se acoge la coadyuvancia planteada por César Hines Céspedes, en condición de apoderado especial judicial de los señores Marvin Arias Acosta y Miguel Sibaja Rojas.  Se rechaza de plano la acción planteada.-

 Los Magistrados Armijo y Jinesta dan razones diferentes y por separado.-



	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-04524

Expediente 08-08568-0007-CO. A las quince horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edward Joseph Gauthier en contra de los Artículos 202 inciso 2 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-

	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-04526

Expediente 08-07435-0007-CO. A las quince horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arnulfo Carmona Martínez en contra de los Artículos 4 inciso e), 24 inciso e), 140 y 148 del Código Notarial, así como contra resoluciones de la Dirección Nacional de Notariado. Se declara sin lugar la acción.-

	70-71-72
	13-14-15 abril 2009
	Sentencia 2009-04522

Expediente 08-13240-0007-CO. A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexander Vargas Rojas en contra de la Ley 7389 publicada en La Gaceta No.83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. Se declara SIN LUGAR la acción.-   El Magistrado Mora salva el voto y declara con lugar la acción.-   El Magistrado Cruz consigna nota.-



	73-74-75
	16-17-20 abril 2009.
	Sentencia 2009-05426

Expediente 07-01842-0007-CO. A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Óscar López Arias en contra de la Aprobación de Atraque de Barcos de la Marina de Guerra. Se declara sin lugar la acción.-



	82-83-84
	29-30 abril y 04 de mayo del 2009
	Sentencia 2009-03749

Expediente 09-02665-0007-CO. A las quince horas con treinta y tres minutos. Amparo. Virginia Ramírez Cascante a favor de Cristian Rivera Granados y otros en contra del Director de Adaptación Social, Director del Instituto Nacional de Criminología, Directora del Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón y la Ministra de Justicia y Gracia. Se rechaza de plano el recurso.-
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AMBIENTE 

7169-09. PROBLEMAS QUE GENERA ALCANTARILLA EN BARRIO EL CARMEN  DE TILARAN. Argumenta la amparada que es vecina del Barrio el Carmen, Tilarán Guanacaste. Indica que en fecha 01 de marzo del 2001, vecinos de esa comunidad presentaron una gestión ante el Concejo Municipal de Tilarán a fin de realizar la construcción de un alcantarillado de aguas servidas y pluviales que proceden de otras comunidades y que ponen en peligro de inundación a su comunidad.  Agrega que se otorgó un financiamiento para dar inicio a las obras del alcantarillado; no obstante desde el año 2005 las obras están paralizadas debido a errores de ingeniería y administrativos, en razón de que el trazado del alcantarillado afectó una propiedad privada de un vecino. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal o a quien ejerza ese cargo, que de inmediato adopte las medidas que sean necesarias dentro del ámbito de sus competencias para que se resuelva definitivamente el problema denunciado. CL

7118-09. DESLIZAMIENTO PONE EN PELIGRO FAMILIA EN POTRERILLOS DE ACOSTA. Alega la recurrente que solicitó una inspección en la comunidad de Potrerillos Abajo y Arriba de Acosta, debido a los cambios bruscos en los caminos, grietas, reventaduras en los terrenos y deslizamientos tanto internos como externos sufridos en las viviendas del lugar, y la entrega de un documento legal y técnico sobre una falla denominada "la falla de Jaris (Denyer 1991)". No obstante a la fecha de presentación de este recurso no se ha ejecutado dicha inspección ni se le ha suministrado lo requerido. Señala que hace quince años murieron seis personas en el lugar a raíz de un deslizamiento, situación por la cual temen un desastre natural. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Presidente de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que adopte las medidas necesarias para que se proceda, de forma inmediata, a notificar al amparado, el informe técnico número DPM-INF-0572-2009 del quince de abril del dos mil nueve. CL

7112-09. INUNDACION QUE PROVOCA RÍO JILGUERO, EN BARRIO POSITO DE PÉREZ ZELEDÓN. Señalan los recurrentes que son vecinos de Barrio el Posito, en Pérez Zeledón, y que durante la Tormenta Alma ocurrida el 29 de mayo del 2008 se afectó seriamente a unas 40 familias, ello por cuanto el río Jilguero pasa por sus cercanías, y está reportado como un río corto. Alega que supuestamente un vecino del lugar, ubicado en la cuarta entrada, redujo el cauce del río para construir un puente muy angosto, y otras obras de gran tamaño que se construyeron dentro del cauce. Afirma que estas obras  constituyen un tapón en el cauce natural del río, por lo que el desvío de las aguas y el desbordamiento del mismo, ha alcanzado y afectado a todas las casas vecinas y a pesar de sus denuncias, no han obtenido ninguna respuesta de las autoridades. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa,  y Presidenta del Concejo Municipal, y Coordinador del Proceso de Obras Municipales, los tres de la Municipalidad de Pérez Zeledón, o a quienes ocupen sus cargos, coordinar, junto con la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, la elaboración de un estudio técnico del riesgo de inundación de la zona, que deberá realizarse en los quince días siguientes a la notificación de esta sentencia; así como acatar las recomendaciones del estudio a la mayor brevedad posible. CL

6100-09. PROBLEMAS DE ESTANCAMIENTO DE AGUAS NEGRAS EN ASERRI. Alega el recurrente que desde  hace dos años solicitaron la intervención de las autoridades recurridas, a fin de solucionar un problema que se presenta con un estancamiento de aguas negras frente a las propiedades de los amparados, sin que a la fecha hayan actuado. Que la situación se empeora por el riesgo de provocar daños a la salud de las personas, debido a la proliferación de plagas de moscas y otros, y además no saben si esas aguas se están filtrando en las cañerías de agua potable.  Se declara con lugar el recurso únicamente respecto de la Municipalidad de Aserrí. En consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Aserrí, adoptar de inmediato las medidas que sean necesarias, dentro del ejercicio de sus competencias, para eliminar definitivamente el problema de contaminación denunciado por el recurrente. CL 

ASAMBLEA LEGISLATIVA
6838-09. SE ACUSA VICIO FORMAL DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. LEY DE FOMENTO A LA ACTIVIDAD AGROPECUARIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 34 Ley de Desarrollo, Promoción y Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica N.8542 de 27 Setiembre de 2006. Se impugna que la iniciativa presentada por varios Diputados el 30-09-05, denominado el "Proyecto de Ley para el Desarrollo, Promoción y Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica",  tramitada en el expediente legislativo No. 16028 adolece de un vicio formal de procedimiento legislativo.  Que el 30-08-06, la Comisión Permanente de Asuntos Agropecuarios y de Recursos Naturales rindió informe afirmativo y unánime al proyecto.  Al día siguiente, el expediente fue entregado a la Dirección Ejecutiva y ésta a su vez a la Secretaría del Directorio, ambos de la Asamblea Legislativa.  El 05-09-06 fue aprobado en primer debate, el texto del proyecto No. 16028, que en el artículo 34 disponía una reforma al artículo 3 de la Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas, que adicionaba en su definición de PYMES a las empresas "agropecuarias que desarrollen actividades de agricultura orgánica."  Al día siguiente, la Secretaría del Directorio envía el expediente a la Comisión Permanente Especial de Redacción.  El 07-09-06, esa Comisión rindió su informe, pero adjuntando un texto diferente al que remitiera oportunamente la Comisión Permanente de Asuntos Agropecuarios y de Recursos Naturales.  Ese mismo día, se aprobó en segundo debate el texto erróneamente remitido por la Comisión Permanente Especial de Redacción, de modo que el texto aprobado en el segundo debate incluía en su definición de PYMES a todas las empresas "agropecuarias".  Así, quedó sancionado por el Poder Ejecutivo el 27-09-06 y fue publicado en La Gaceta número 206 del 27-10-06, como Ley de la República No. 8542, denominada "Ley de Desarrollo, Promoción y Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica", Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación al procedimiento legislativo. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 34 de la Ley No. 8542 de 27 de setiembre de 2006, Ley de desarrollo, promoción y fomento de la actividad agropecuaria orgánica que reforma el artículo 3 de la Ley No. 8262, de 2 de mayo de 2002, Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL
BANCARIO 
5860-09. NIEGAN SERVICIO BANCARIO. Alega el recurrente que en la Sucursal de Plaza Mayor del Banco de Costa Rica, los funcionarios le informaron que en los registros del sistema informatizado del Banco aparece como moroso, con un crédito insoluto del año 1990. La consecuencia de ese registro, es que no puede acceder a ningún servicio de la institución hasta que esa deuda sea cancelada. El recurrente afirma que no tiene ningún préstamo o deuda pendiente con el Banco de Costa Rica y la única que tuvo la canceló el 9 de febrero de 1990, es decir hace 19 años.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General del Banco de Costa Rica, o a quién en su lugar ejerza su cargo, bajo pena de desobediencia  que en forma inmediata abra la cuenta de ahorros que reclama el recurrente. CL Parcial.

COMERCIO
6837-09. DISCRIMINACION POR NACIONALIDAD PARA EL OTORGAMIENTO DE RUTAS DE CABOTAJE. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 7° de la Ley No. 2220 de 20 de junio de 1958 y 11 del Decreto Ejecutivo No.66 de 4 de Noviembre de 1960. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de la accionante, la restricción impuesta en las normas impugnadas al otorgamiento de licencias para la explotación de rutas de cabotaje, en función de la nacionalidad del solicitante, constituyen una discriminación irrazonable en perjuicio de los extranjeros. Considera que dichas exclusiones carecen de todo propósito o finalidad razonable desde la perspectiva de la ideología constitucional costarricense, rayando en lo xenofóbico y conculcatorio de la libertad empresarial. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 7° de la Ley de Servicio de Cabotaje de la República No. 2220 de 20 de junio de 1958 y 11 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo No. 66 de 4 de noviembre de 1960. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Presidente de la República y a la Ministra de Obras Públicas y Transportes. Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

7132-09. CIERRAN EDUCACIÓN PREESCOLAR EN ESCUELA CORAZÓN DE JESÚS DE PITAHAYA.  Señala la recurrente que el Ministerio de Educación Pública procedió a cerrar el código de educación preescolar en la Escuela Corazón de Jesús, Arancibia del Circuito 02, Pitahaya. Indica que en fecha 16 de febrero del 2009, la Directora les informó de dicha decisión por lo que les hizo entrega de fotocopias de formularios y documentos devueltos. Estima que tal actuación violenta la continuidad del proceso educativo de los amparados. Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia se ORDENA a al  MINISTRO DE EDUCACION PUBLICA, disponer lo necesario para que en el plazo de diez días, contados a partir de la comunicación de esta sentencia, realicen las gestiones necesarias para restablecer la continuidad del servicio de preescolar en la Escuela Corazón de Jesús, Arancibia del Circuito 02, Pitahaya, de la Dirección Regional de Educación de Puntarenas. CL

7119-09. NIEGAN MATRICULA A ESTUDIANTE DE DÉCIMO AÑO. Señala la amparada que el año pasado aprobó noveno año, por lo que este año debía cursar décimo, al llegar hacer la matrícula, se le indicó que no era posible aceptarla por cuanto no hay capacidad locativa. Que tal decisión lesiona sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a la Directora del Colegio Nocturno de Palmares de Pérez Zeledón, que en forma inmediata proceda a inscribir al aquí recurrente, como estudiante de ese centro educativo, en el nivel académico que en Derecho le corresponda.  Se ordena al Ministro de Educación Pública, o a quien ocupe ese cargo, que en forma inmediata dicte las órdenes e instrucciones que correspondan, para que DENTRO DEL TÉRMINO DE TRES MESES, que se contará a partir de la comunicación que se le hará de esta sentencia, se supla al Colegio Nocturno de Palmares de Pérez Zeledón, de los pupitres que necesite para satisfacer la demanda de matrícula, conforme fue planteado en el oficio C.N.P. 0006-09, que la Dirección de ese centro educativo y el Asesor Supervisor del Circuito 05, le remitieron el 10 de marzo de 2009, al Coordinador de Dirección y Equipamiento Educativo de ese Ministerio. CL

7102-09. ADECUACIÓN CURRICULAR. Señalan los amparados que son estudiantes regulares de décimo y undécimo nivel en el Colegio recurrido. Aducen que dicho centro educativo les otorgó la posibilidad de recibir la asignatura denominada Tecnología Informática, la cual tiene un período de conclusión de dos años. Mencionan que el veinticuatro de febrero del año en curso, se presentaron al Colegio aludido a fin de recibir dichas lecciones, pero se les comunicó que la referida materia fue cerrada, debido a la sobrepoblación estudiantil. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la violación de los derechos protegidos en los artículos 78 y 79 de la Constitución Política. Se ordena a la Ministra a.i. de Educación Pública, y a la Directora del Colegio Superior de Señoritas, adopten, inmediatamente y de manera conjunta, las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de permitir que las amparadas reciban y finalicen el curso de tecnología de informática durante el período lectivo de 2009.CL. Parcial

7170-09. SUSPENDEN ACTIVIDAD UNIVERSITARIA SIN EL DEBIDO PROCESO. Señala la parte amparada que desde hace tiempo la Universidad de Costa Rica organiza la actividad "Expo UCR". Indica que dicha actividad se realizará los días 3, 4 y 5 de abril, pero el 25 de marzo del año en curso, la Vicerrectoría de Acción Social de la Universidad amparada recibió el oficio D-ALc. 439-2009, suscrito por el Alcalde de Montes de Oca en donde se dispuso suspender la realización de la Expo UCR-09, so pena de proceder a la clausura de la actividad. Estima que dicha acción lesiona la autonomía universitaria, el principio de legalidad y la garantía del debido proceso. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el oficio N°ALC-439-2009 de 20 de marzo de 2009, dictado por el Alcalde Municipal del Cantón de Montes de Oca. CL

6093-09. NIEGAN CONCLUSION DEL CURSO LECTIVO EN COLEGIO PRIVADO POR FALTA DE PAGO. Indica que canceló el monto correspondiente por concepto de matrícula y escolaridad por la educación de sus dos hijos durante el periodo escolar 2007-2008. Que se realizó una  Asamblea General en la que se aprobó un incremento en la cuota mensual del 10%, se ordenó una cuota extraordinaria de quinientos dólares por alumno. Indica que la agenda de dicha asamblea no fue publicada en la gaceta ni informada a los padres. Solicitó la devolución de las cuotas anticipadas para proceder a retirar a sus hijos de dicha institución, pero se le informó que las cuotas no eran reembolsables y por ello perdería el pago de los cuatro meses restantes del año escolar, lo cual implicaba cinco mil seiscientos dólares. Decidió continuar con sus hijos en el colegio y le manifestó al director que no contaba con los recursos para pagar el incremento anunciado.  La escuela se negó a entregarle los documentos respectivos para poder inscribir a sus hijos en otra escuela. Posteriormente, se le informó que de no hacer los pagos su hijo no podría continuar en dicho centro para empezar el cuarto y último periodo del quinto año de colegio, lo cual implica que éste no presentaría las pruebas del MEP, aún cuando no ha dejado de pagar las cuotas correspondientes al presente año escolar.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al  Presidente de la Asociación Pro Escuela Académica de Costa Rica, permitir al  amparado  la conclusión del curso lectivo previsto para junio del 2009. CL
5510.09. NIEGAN EDUCACIÓN A MENOR DE EDUCACIÓN ESPECIAL.  Indica la recurrente que  es una persona con discapacidad auditiva. En el año 2007 fue matriculada en el Colegio Técnico Profesional de Piedades Sur de San Ramón, donde cursó el octavo grado y lo aprobó satisfactoriamente.  Posteriormente, en 2008, también fue matriculada en el Colegio citado para cursar el noveno grado, pero por razones personales tuvo que abandonarlo, razón por la cual reprobó el curso. A inicios del año 2009, al cambiar de domicilio, fue matriculada en el Colegio Gregorio José Ramírez Castro de Alajuela para cursar noveno grado. No obstante, al iniciarse el curso lectivo 2009, cuando la recurrente se presentó al Centro Educativo de cita, se le indicó que debía repetir el octavo grado, bajo el argumento de que no había profesores de LESCO o Educación Especial para noveno año.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Ministro de Educación Pública y a la Directora del Centro Educativo Gregorio José Ramírez Castro, que DE MANERA INMEDIATA, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia para que a la tutelada, se le garantice la continuidad de su proceso educativo en el Colegio Gregorio José Ramírez Castro. CL

5514-09. NIEGAN MATRICULA A ESTUDIANTE EN LICEO DE ESCAZU. Alega el recurrente que por razones ajenas a su voluntad, debió suspender sus estudios de secundaria en el Liceo de Escazú. Indica que este año procedió a reanudar sus estudios en el centro educativo en mención, pero al presentarse a matricular se le indicó que no había lugar y por esa razón no lo podían admitir, por lo que se le indicó que volviera en quince días para ver si quedaba algún cupo y aceptarle. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Director del Liceo de Escazú y al Ministro de Educación que, inmediatamente, procedan a realizar los trámites necesarios a efecto de matricular al menor amparado en el Liceo  de Escazú, si es que por jurisdicción le corresponde matrícula en dicho centro educativo. CL

5503-09. NIEGAN MATRICULA  A MENOR EN LICEO DE FLORES. Indica la amparada que se presentó a matricular a su hija en el Liceo Regional de Flores, pero los funcionarios recurridos le informaron que no era posible en razón de que no había cupo, a pesar de que el 2 de marzo de 2009, en la sección 8-6 de ese mismo centro educativo matricularon a otra persona. Se declara con lugar el recurso. Se  le ordena a la Directora del Liceo Regional de Flores,  que disponga lo necesario para que se matricule a la menor amparada en el Liceo Regional de Flores en el nivel que corresponda y que se le mantenga ahí cursando sus estudios hasta que entregue los documentos necesarios para poder finalizar su proceso de matrícula dentro del plazo previsto por el artículo 21 del Reglamento de Matrícula y Traslados de los Estudiantes (Decreto Ejecutivo número 31663-MEP) y una vez presentados los requisitos hacer los ajustes que fueren procedentes de conformidad con sus condiciones particulares. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
7110-09. NIEGAN FOTOCOPIAS DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. Alega el amparado que solicitó a la sucursal de Cartago de la institución recurrida, la entrega de una serie de fotografías, en virtud de un accidente de tránsito acontecido el 19 de julio del 2002, donde uno de los automóviles se encuentra asegurado por dicha institución; no obstante, se le denegó su solicitud argumentando que el expediente estaba extraviado. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena ala Directora Ejecutiva de la Sucursal de Cartago, y al Jefe del Archivo Central, ambos del Instituto Nacional de Seguros, o a quienes en su lugar ocupen tales cargos, que en forma inmediata le garanticen al amparado, el oportuno acceso al expediente administrativo correspondiente al caso, para el trámite de su interés. CL

6024-09. INFORMACION DE FUNCIONARIOS PUBLICOS. Alega el recurrente que solicitó a la Universidad de Costa Rica información sobre una funcionaria de esa institución, que presentó datos falsos en su currículo, en donde indicaba que había trabajado en su empresa, por lo que solicitó sus atestados, el puesto que desempeña, la jornada de trabajo, horario y tiempo laborado por dicha funcionaria pública en la Universidad y no le contestaron su gestión. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefe de la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, que en el plazo de diez días contado a partir de la notificación de la presente resolución, brinde la información pública requerida por el recurrente, relativa al puesto, jornada de trabajo, horario y tiempo laborado por la funcionaria en la Universidad de Costa Rica. CL
DERECHO A LA SALUD

6941-09. TRATAMIENTO. Alega la parte amprada que desde diciembre del 2006 se le diagnosticó la enfermedad denominada "colitis ulcerativa crónica inespecífica", la que le produce una inflamación intestinal de tipo colitis ulcerativa. Que producto de dicho padecimiento se le recetó "sulfasalazina", no obstante, dicho tratamiento debió ser suspendido en virtud de que en febrero del 2007 le provocó alergia. Que dicho tratamiento le fue sustituido por mesalazina, azatioprina y esteroides de por vida. Que en noviembre del año pasado se le comunicó que la Caja no contaba con el presupuesto requerido para continuar brindándole el citado tratamiento y que por ese motivo no se le podía continuar suministrando. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora General del Hospital Dr. Enrique Baltodano Briceño y Gerente Financiero, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ejerzan tales cargos, que procedan de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que se continúe suministrando al recurrente, el medicamento denominado Mesalazina, según recomendación de su médico tratante  del Servicio de Gastroenterología de ese nosocomio. CL

6585-09. RETARDO EN PROGRAMAR CIRUGÍA A PACIENTE. Señala el recurrente que en marzo de 2006 fue intervenido quirúrgicamente para reemplazarle la rodilla izquierda. Quedó pendiente de practicar también el reemplazo de la rodilla derecha y desde entonces esa operación no ha sido realizada puesto que la han postergado una y otra vez con distintos pretextos. Se declara CON LUGAR el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora de Servicios Médicos y Apoyo Técnico del Centro Nacional de Rehabilitación, que disponga lo necesario a fin de que se coordine inmediatamente la programación, cierta y precisa, de la fecha en que se  realizará la intervención quirúrgica que el amparado necesita, según criterio de los médicos especialistas que la valoraron en el Centro recurrido. Lo anterior deberá preverse de manera que la intervención que requiere el amparado se efectúe en un plazo máximo de dos meses, contado a partir de la comunicación de este voto. CL

6587-09. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que por su padecimiento, requiere del medicamento inmunosupresor SANDIMUN NEORAL, el que le ha permitido llevar una vida estable con excelente estado de salud. Que no obstante ello, en diciembre del dos mil seis le diagnosticaron un NAGIOSARCOMA en fase III, por lo que el veintiuno del mismo mes le fue amputado el brazo derecho. Que ante la compra de otro medicamento inmunosupresor de menor precio y de tipo genérico denominado GENGRAF, realizado por las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social, se ordenó un traslado indiscriminado y masivo de toda la población trasplantada del medicamento original SANDIMUN NEORAL al genérico mencionado. Que ha realizado infructuosas gestiones personales ante la Farmacia del Hospital México para obtener el medicamento prescrito por su médico, pero sometido a conocimiento de la Jefa del Servicio de Farmacia, ésta contestó negativamente aduciendo que "...el médico tratante conoce el procedimiento para solicitar un medicamento especial" y que las observaciones que se hacían serían elevadas a las autoridades de la CCSS para lo que correspondiera, pero transcurridos ocho meses de estar padeciendo esta situación y tres meses de haber interpuesto su caso a través de la Contraloría de Servidios, no se ha resuelto su situación.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo,  Director General del Hospital México, y Jefa de Farmacia del Hospital México, todos de la Caja Costarricense del Seguro Social que deben suministrar el producto Neoral al paciente, según lo ha prescrito su médico tratante. CL
5993-09. MEDICAMENTO. Manifiesta el recurrente que la C.C.S.S. y el Centro Nacional de Rehabilitación con frecuencia no proporcionan las bolsas colectoras de pierna, los colectores externos  y otros implementos que muchos pacientes, como él requieren para el control de la vejiga neurogénica, por lo que al no disponer de esos implementos, los deja en situaciones embarazosas que lesionan su dignidad y sus derechos como ciudadanos y seres humanos. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Gerente Administrativo de la CCSS, que gire las órdenes que correspondan para que el Servicio de Farmacia del Hospital Calderón Guardia le suministre al amparado de forma inmediata, los colectores  número 35 prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos de los medicamentos citados, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL
5973-09. MEDICAMENTO. Indica el recurrente que hace varios años fue intervenido quirúrgicamente de emergencia en el Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas por presentar una peritonitis. Que  tuvo que trasladar su residencia a Alajuela, por lo que se le remitió al Equipo Básico de Atención Integral en Salud del INVU 2 de Alajuela, cuya referencia señaló como antecedente un sagrado digestivo y colectomía parcial, padecimientos por los que se le debía suministrar clopidogel, pentoxifina de 400 mg y famotidina, pero en ese Centro Médico se le indicó que no contaban con clopidogel ni pentoxifina, motivo por el que acudió al Hospital San Rafael de Alajuela, donde también se le denegó el medicamento.  Se declara con lugar el recurso. Y se le ordena a la  Coordinadora a.i. del Comité Central de Farmacoterapia y Jefe a.i. del Área de Medicamentos y Terapéutica Clínica de la Caja Costarricense del Seguro Social  y al Medico Coordinador del EBAIS INVU Las Cañas 3 del Área de Salud de Alajuela Central, que se ordene el inicio inmediato del suministro al amparado el medicamento denominado Clopidogrel, según lo disponga el médico que se lo prescribió, en tanto prevalezcan las condiciones que lo hagan necesario y bajo su responsabilidad. CL
5898-09. SUSPENDEN  TRATAMIENTO CON ACELERADOR LINEAL. Indica el recurrente que en el mes de setiembre del año 2008, se le diagnosticó un tumor cerebral grado II denominado "astrocitoma", por lo que en el mes de octubre del mismo año fue operado en el Hospital México. Posteriormente, se le inicio un tratamiento con acelerador lineal donde se le brindaron 28 sesiones de lunes a viernes. Sostiene que según los especialistas de los Servicios de Oncología y Radioterapia del hospital recurrido es muy importante que no se le interrumpa el tratamiento prescrito. Asegura que su tratamiento se le estaba administrando debidamente, sin embargo, luego de la "sesión número 19 realizada del 24 de marzo de 2009, se les indicó que el acelerador lineal no estaba funcionando adecuadamente y que ya estaban atendiendo a 90 personas diariamente, en virtud de lo cual el tratamiento se les que tenía que suspender hasta que el equipo estuviera funcionando.  Se declara con lugar el recurso y se le ordena al Jefe del Servicio de Radioterapia, y al Director Médico General a.i., ambos del Hospital México, disponer lo necesario para que el tratamiento con acelerador lineal que recibe el actor sea reanudado y concluido a la mayor brevedad posible, según las prescripciones de su médico tratante. CL
5506-09. TRATAMIENTO. Argumenta la amprada que en el dos mil ocho se le diagnosticó cáncer ovárico II C, razón por la cual fue sometida por un lapso de seis meses a recibir sesiones de quimioterapia. Una vez concluido dicho tratamiento se le indicó que estaba completamente sana. No obstante; para el mes de enero del presente año empezó a sentir fuertes dolores en la parte inferior del abdomen, por lo que acudió al servicio de emergencias a fin de ser valorada. Indica que después de algunos exámenes se le informó que dicho cáncer había invadido su pared abdominal. Considera que lo anterior sucedió a raíz de que no se le aplicó el tratamiento adecuado porque -según su criterio- la enfermedad no estaba tan avanzada. Debido a lo descrito se le recomendó una quimioterapia denominada DIXORRUBICINA, sin embargo, en el nosocomio recurrido le indicaron que en ese momento no había y tenían que solicitarlo al extranjero, programándole cita para el dieciocho de marzo del presente año. Acusa que se presentó el día indicado y para su sorpresa el tratamiento no había llegado o simplemente no estaba  aprobado. Considera que su enfermedad es progresiva y cada día empeora, acortando con ello la posibilidad de vida que tiene. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al  Director General, Jefe de la Sección de Ginecoobstetricia, Directora del Servicio de Farmacia, todos del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ejerzan tales cargos, que de inmediato giren las instrucciones pertinentes para que se le suministre inmediatamente a la amparada, el tratamiento de DOXORRUBICINA (clorhidrato liposomal), en las dosis y durante el plazo que determine su médica tratante, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL

05497-09. FALTA DE POLIZA PARA ATLETAS NACIONALES. Indica la parte recurrente que siendo integrante del equipo de fútbol de canchas abiertas “Sportek Femenino”, en el que ella se desempeña como jugadora, compitió en la eliminatoria por Heredia para asistir a los Juegos Nacionales San José 2006-2007. Durante un entrenamiento sufrió una lesión en la rodilla derecha, por lo que buscó atención médica especializada, en donde se le indicó que debía seguir cierto tratamiento médico. Dada la gravedad de la lesión fue examinada por un médico en el consultorio del Comité de Deportes y fue remitida a una terapia; posteriormente, se le practicó un ultrasonido, costeado por el Comité Cantonal de Deportes, y en febrero de 2007, se le programó una operación, que no se llevó a cabo. En razón que no puede pagar una operación y en el entendido de que el Comité recurrido tenía una póliza de riesgo que cubría a todas las jugadoras de los Juegos Nacionales, recurre a la Sala ya que las recurridas no cumplieron con los requisitos de ley para cubrir a través de una póliza de riesgo este tipo de eventualidades o situaciones peligrosas, lo que acarrea la imposibilidad de poder acceder a la operación quirúrgica dictaminada por un médico especialista desde el 10 de agosto de 2007. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho a la salud. Se ordena al Alcalde, Presidente del Concejo Municipal y Presidente del Comité Cantonal de Deportes y Recreación, todos del Cantón Central de Heredia, que de inmediato remitan el caso de la amparada al Instituto Nacional de Seguros a los efectos de la póliza suscrita para proteger a las atletas de fútbol heredianas en los Juegos Deportivos Nacionales San José 2007. En caso de que tal reclamo fuere declarado prescrito por parte del Instituto Nacional de Seguros. Se ordena al Alcalde y Presidente del Concejo Municipal del Cantón Central de Heredia, tomar las medidas requeridas para que esa corporación municipal asuma el pago de la intervención quirúrgica requerida por la amparada en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de la resolución del ente asegurador a la municipalidad. CL

5440-09. SE ORDENA COLOCAR IMPLANTE AUDITIVO A PACIENTE. Señalan los recurrentes que son padres de un joven, quien padece de "microtia bilateral, sordera conductiva moderada-severa bilateral". Señalan que según su médico tratante, recomendó para tratar adecuadamente su padecimiento el BAHA (audífono insertado en hueso). Por ello, el treinta de octubre del dos mil ocho, solicitaron ante el Director del Hospital México, el suministro del audífono que recomendó su médico tratante; no obstante, a la fecha de interposición de este recurso, el doce de marzo del dos mil nueve, no han obtenido respuesta de su solicitud, lo que estiman lesiona los derechos fundamentales del amparado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a  la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, a al Director Médico General del Hospital México y al Jefe del Servicio de Otorrinolaringología del Hospital México que, DE MANERA INMEDIANTA, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto de colocarle al amparado el implante auditivo denominado BAHA, prescrito por su médico tratante, bajo la responsabilidad de éste. CL
DERECHO DE PENSION
7148-09. SUSPENSIÓN DE PENSIÓN RÉGIMEN DE INVALIDEZ. Alega la amparada que el tres de marzo fue a retirar la pensión, la cual le fue otorgada desde el doce de del dos mil cuatro por invalidez, sin embargo sin notificación alguna por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, dicha pensión le fue suprimida. Manifiesta que esto le ha causado un grave perjuicio tanto a él como a su familia. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No. 103290086-08-01 de las dieciséis horas veintinueve minutos del 11 de febrero de 2008, emitida por el Área de Gestión de Pensiones IVM, mediante la cual se dio inicio al procedimiento ordinario administrativo tendiente a la cancelación del pago del beneficio otorgado al amparado. Asimismo se anulan todas las resoluciones posteriores dictadas en ese asunto. Se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

6059-09 RECLAMO DE  TITULARIDAD DE LAS PARCELAS Y LOTES DEL ASENTAMIENTO GÉRIKA. Indican los recurrentes que son ocupantes de las parcelas y lotes del "Asentamiento Gérika" desde el 31 de julio de 1993, en forma quieta, pacífica, ininterrumpida, pública y a título de dueños.  Que el Instituto de Desarrollo Agrario, adquirió la finca que les pertenece, cinco años después de ser ocupada, comprada supuestamente libre de gravámenes y de ocupantes. Alegan que la institución tenía conocimiento de que  han sido los dueños de dichos inmuebles. Mencionan que la institución recurrida adquirió estas fincas desde diciembre de 1998  y a la fecha de interposición de este recurso, siguen reclamando su titulación.  Sostiene que han hecho múltiples solicitudes y visitas a la oficina del Instituto accionado en La Virgen de Sarapiquí, en busca de una solución a sus problemas, no obstante, no han encontrado ayuda alguna. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
DERECHO DE TRABAJO
7108-09. TRASLADO DE PUESTO SIN JUSTIFICACIÓN ALGUNA. Señala la recurrente que laboró como profesora en propiedad en el Liceo de Valle Azul, pero por disminución de matrícula en el curso lectivo de 2008, mediante oficio DRH-UG2-2044-2008 de 27 de mayo de 2008, fue trasladada a partir del 16 de junio de 2008 al Liceo Nuestra Señora de los Ángeles en San Juan de San Ramón. Asumió su nuevo puesto y desempeñó las funciones propias de su cargo, de modo que se consolidó su traslado laboral en propiedad. Pero por oficio DRH-UG2-2799-2008 del 30 de junio,  el Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública ordenó su regreso al Colegio Valle Azul, por así haberlo ordenado la Sala Constitucional como medida cautelar en el recurso de amparo 08-9149-0007-CO. Mediante la sentencia 2008-15572 de las diez horas veinte minutos del diecisiete de octubre de 2008, ese recurso fue declarado sin lugar. En consecuencia, quedaron sin efecto las medidas cautelares, debiendo ser ella devuelta al estado anterior. Sin embargo, estando por empezar el curso lectivo 2009 no ha sido regresada a su plaza en propiedad en el Liceo Nuestra Señora de los Ángeles, incluso tiene conocimiento que se está nombrando un funcionario interino que cubra su plaza en propiedad en ese Liceo. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, trasladar, inmediatamente, a la recurrente al puesto en propiedad que le corresponde y abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger este recurso. CL

7101-09. CESE DE ASCENSO INTERINO AL COMUNICAR EMBARAZO. Argumenta la recurrente que el primero de abril del dos mil inició labores como Secretaria en la Dirección de la Policía de Control de Drogas, adscrito al Ministerio de Seguridad Pública, y con el transcurso del tiempo adquirió en propiedad -en ese puesto- la plaza número 006295. Que a partir del primero de setiembre del dos mil seis, se le concedieron varias licencias, con el fin de ascenderla interinamente en el puesto número 008257, de la clase Agente 1 de Investigación, destacado en la Policía de Control de Drogas. Que como en diciembre del dos mil ocho comunicó a los funcionarios recurridos, que nuevamente estaba embarazada, se procedió al cese de su nombramiento en ascenso interino. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de la Policía de Control de Drogas, y al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se reinstale a la amparada en el puesto de Agente de Investigación I de la Policía de Control de Drogas, que ha venido ocupando desde el primero de septiembre de dos mil seis. CL

7142-09. INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL.  Alega el recurrente que por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, sin debido proceso, se dispuso el traslado de una funcionaria en forma interina a la plaza que él ocupa en la misma condición, en el Juzgado Tercero Civil de Mayor Cuantía. Expresa que desde principios del mes de noviembre de 2008, fue nombrado en esa plaza, en sustitución de una persona que se fue a otro puesto. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo adoptado mediante artículo XXX por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 15-09 de 19 de febrero de 2009. En consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se le ordena Al Presidente del Consejo Superior del Poder Judicial, abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger este amparo. CL

7147-09. EXCLUYEN DE PLANILLA A FUNCIONARIA SIN EL DEBIDO PROCESO. Alega la parte recurrente que desde el ocho de setiembre de mil novecientos ochenta y ocho, se desempeñó en la plaza de Técnico de Salud en Farmacia 1, la cual ostentaba en propiedad en la Clínica Doctor Ricardo Jiménez Núñez. Que mediante maniobras arbitrarias e inconstitucionales, fue despedida de forma encubierta mediante un sistema de "Exclusión de Planillas", por haber agotado el subsidio por enfermedad, de forma tal, que actualmente no percibe salario ni subsidio. Se encuentra desempleada. Que la "Exclusión de Planillas", se debió por haberse agotado los trescientos sesenta y cinco días del incapacidad que otorga la Caja Costarricense de Seguro Social a sus funcionarios. Que adicionalmente no recibe subsidio por enfermedad, por supuesto agotamiento del período sobre el cual tiene derecho, sin embargo, no ha recibido ninguna notificación al respecto, simplemente le informaron verbalmente, lo cual la ha dejado en completo estado de indefensión. Que aunado a lo anterior, pretenden un reintegro del excedente del salario correspondiente al exceso a los trescientos sesenta y cinco días, según oficio número 414-08-o4h-ASG 2 del veinticuatro de octubre del dos mil ocho. Que advirtió a la Administración sobre los precedentes que en casos similares ha dictado este Tribunal Constitucional, pero los han desoído, así como las directrices internas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. 414-08-ORH-ASG2 del 24 de octubre de 2008 de la Jefatura de la Unidad de Gestión de Recursos Humanos del Área de Salud Goicoechea 2, en el que se indicó que a la amparada se le excluyó de planillas desde el veintisiete de setiembre de dos mil ocho. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos. CL

7123-09. NIEGAN INGRESO A FUNCIONARIA DEL CENTRO EDUCATIVO ASCENSIÓN ESQUIVEL DE CARTAGO. Argumenta la recurrente que se le comunicó el traslado en propiedad de acuerdo con el concurso docente del Servicio Civil, de profesor de Enseñanza General Básica 1 en el Centro Educativo Ascensión Esquivel Ibarra de Cartago. Durante los meses de noviembre y diciembre del año anterior, se presentó al citado centro educativo para conocer previamente la institución a la que había sido nombrada. Durante las reiteradas ocasiones en las cuales se presentó le denegaron la entrada a la escuela por parte de la secretaria y la asistente de dirección, comunicándole que por orden de la Directora se le denegaba el paso ya que no había códigos y que ella no tenía trabajo en esa institución. Pese a estas infructuosas visitas a la institución, el día once de febrero de este año, cuando la Directora convocó al personal docente ella se apersonó. Sin embargo, no le permitieron tampoco en esta ocasión la entrada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Escuela Ascensión Esquivel Ibarra de Cartago, o a quien ejerza este cargo, que de inmediato proceda conforme a lo instruido por el Director de Recursos Humanos en oficios números DRH-ASIGRH-UP-6280-2009 de 25 de febrero de 2009 y DRH-ASIGRH-UP-7408-2009 de 6 de marzo de 2009, de modo que en el plazo improrrogable de cinco días hábiles contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de este pronunciamiento, a la amparada le asigne las lecciones y el grupo de estudiantes que corresponda a su nombramiento en propiedad. CL

7002-09. OBLIGAN A FUNCIONARIA A CONSEGUIR DICTAMEN MEDICO PARA MANTENER LICENCIA ESPECIAL. Alega la accionante que por problemas de Salud, desde el año de 1992, tiene una Licencia Especial, por padecer de una enfermedad crónica, conservando su puesto como docente en el Ministerio de Educación Pública. No obstante, hace unos días, se le comunicó por parte de los recurridos, que debía hacerse presente en la Oficina de Licencias Especiales del Ministerio recurrido, en donde le dijeron que debía buscar un Dictamen Médico, del profesional responsable que en aquellos años, dio su criterio clínico, para que se le pudiera otorgar dicha Licencia Especial. Menciona que se le indicó que debía acudir ante Instituto Nacional de Seguros a conseguir dicho documento actualizado, todo con el fin de conocer su estado de salud actual. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

7106-09. DEFICIENCIAS EN PLANTA FISICA DE EDIFICIO DEL MEP, AFECTA SALUD DE TRABAJADOR. Señala la recurrente que labora como Asesora de Educación Preescolar en la Dirección Regional de Enseñanza de San Ramón del Ministerio de Educación Pública en un edificio de 2 plantas y su oficina se encuentra en el piso superior. Indica que actualmente sufre de problemas en las rodillas, diagnosticado como "artrosis, ligamentitis, colateral externa derecha" sin embargo y pese a contar con medicación y tratamiento, su lesión le causa dolor y se intensifica cuando ingresa al edificio a través de las  escaleras fijas. Manifiesta que sus funciones son de coordinación con otras oficinas, por lo que debe movilizarse de una  planta a otra utilizando la única escalera de acceso. Señala que actualmente forma parte de la Comisión de Infraestructura de la Dirección Regional de Enseñanza con sede en San Ramón y han gestionado ante los encargados de edificaciones la realización de las mejoras a dicho inmueble sin resultado alguno. Indica que actualmente el edificio en donde labora no cuenta con  "barreras" de acceso que le ayuden en el cumplimiento de sus labores, aparte que incumple con la normativa estipulada en el Ley 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Desarrollo Administrativo de la Dirección Regional de Enseñanza de San Ramón, al Director Regional de la Dirección Regional de Educación de San Ramón, al Ministro Educación Pública, y a la Viceministra Administrativa del Ministerio de Educación Pública, que de manera inmediata, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia, para que en el plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las instalaciones de la Dirección Regional de Enseñanza de San Ramón del Ministerio de Educación Pública, lugar de trabajo de la recurrente, cuenten con las condiciones mínimas de accesibilidad para personas con alguna discapacidad. CL
6003-09. NIEGAN INCAPACIDAD PARA ATENDER A SU HIJA. Indica la recurrente que su hija sufre Púrpura Trombocitopenica Ideopática y sangrado digestivo, y existe criterio médico que prescribe que a su madre se le debe otorgar un permiso con goce de salario, pero la recurrida no  le quiere otorgar  ni incapacidad ni licencia con goce de salario por dos meses para poder atender a su hija, sin detenerse a considerar que la salud de la menor estaría en grave peligro si ésta sufriera golpes o infecciones.  Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Presidente Ejecutivo, y a la Gerente Médica, ambos de la CCSS, que le otorguen inmediatamente a la recurrente un permiso con goce de salario -según la recomendación médica- para atender el tratamiento requerido por su hija.CL

6049-09. CAMBIO DE CANDADO DEL PORTÓN, LE  IMPIDE INGRESAR  A REALIZAR SUS FUNCIONES. Alega el recurrente que labora como guarda en la Escuela Llano Grande de Cartago y que al llegar a su trabajo a las 18:00 hrs., se percató que habían cambiado el candado del portón principal, razón por la cual, ante la sorpresa, tuvo que brincarse la malla del centro educativo recurrido a fin de poder ingresar a éste. Además, agrega, que los servicios sanitarios se cierran, pese a que su horario laboral es de seis de la tarde a seis de la mañana. Indica que la actuación de la Directora de la Escuela lesiona sus derechos fundamentales a la salud, la igualdad y al trabajo. Acusa también, que la directora no le facilita una silla, ni tampoco le permite llevar una, pese a que él es operado de la columna y necesita reposo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6053-09. DENEGATORIA DE PRÓRROGA DE NOMBRAMIENTO POR CONTRAER MATRIMONIO. Alega el recurrente que es profesional PT5 y labora como profesor de Educación Religiosa del Ministerio de Educación.  Que para el curso lectivo dos mil ocho, laboró en la Escuela Domingo González Pérez de Heredia. Sin embargo, afirma que no se le prorrogó su nombramiento, debido a que se divorció y en junio del dos mil ocho, contrajo nuevamente matrimonio, con una profesora  también de religión, y por ello se les negó el nombramiento a los dos, aduciendo que han perdido las condiciones para poder ejercer la Educación  Religiosa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
5834-09. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. Alega el recurrente que desde 1979, labora para el Instituto de Desarrollo Agrario y en 1997, fue regionalizado en la oficina subregional del Instituto recurrido. Que dicha administración otorgaba bonos de vivienda a los funcionarios que se encontraban regionalizados -dado que el bono consistía en reparar o construir una casa-. Indica que el amparado fue beneficiario del bono aludido por medio del acuerdo de la Junta Directiva del Instituto accionado, de la sesión 078-97 del 21 de octubre de 1997. Aduce que el Instituto recurrido inició investigaciones por las adjudicaciones de los lotes referidos, en vista de la participación de algunos de sus funcionarios. En razón de lo anterior, se inició un procedimiento disciplinario en contra del amparado por haber permitido que se le adjudicara el citado lote, sin otorgarle el debido proceso, por lo que estima lesionados los derechos fundamentales del amparado. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las once horas del veinticuatro de octubre de dos mil ocho dictada el Órgano Director del Procedimiento seguido contra el amparado en el Instituto de Desarrollo Agrario. CL

5502-09. INTERINO POR INTERINO. MAESTRA EN RESERVA INDIGENA. Alega la recurrente que durante el curso lectivo del 2007 y 2008 laboró como docente en la Escuela Bikakra Jaime Ortiz G., que corresponde al código 0828, plaza N° 3140 del Circuito 01 del Territorio Indígena de Salitre. No obstante, a pesar de que ya tiene su nombramiento interino en ese mismo puesto, en su lugar fue nombrada una aspirante de nombre, quién aparte de que no cuenta con el grupo profesional requerido para ocupar ese puesto, no habla el idioma bribrí. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, de inmediato, se reestablezca a la recurrente, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales, sin perjuicio que, se ejecuten, las actuaciones necesarias para que se haga, de manera correcta, el nombramiento del educador correspondiente, en aras de hacer respetar el interés de los habitantes del territorio indígena Salitre y sus derechos en materia educativa, de conformidad con lo explicado en el penúltimo considerando. CL 

5511-09. TRASLADO DE FUNCIONES SIN EL DEBIDO PROCESO EN INCOPESCA. Señala la parte recurrente que en el Instituto recurrido un grupo de personas con puestos de jerarquía vienen realizando una serie de movimientos, cambios, traslados de puestos y funciones que son muy subjetivas y complacientes para unos y perjudiciales para otros, situación que afecta su caso particular. Refiere que ha laborado para INCOPESCA más de siete años como Inspector II de Pesca, sin embargo, de forma intempestiva le fue comunicado un traslado a otro Departamento, a realizar funciones que no le corresponden por ocupar el cargo de Inspector. Alega que se le ha trasladado a realizar funciones de foliado y archivos, con lo que se deja de lado los esfuerzos realizados para alcanzar el título de Bachiller en Administración. Se declara con lugar el recurso. Se anula el traslado dispuesto mediante el oficio No. PESJ-928-11-2008 del 10 de noviembre de 2008 suscrito por el Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura. En consecuencia, se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos constitucionales y que se abstenga de incurrir en los mismos hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso. CL

5501-09. INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Alega la recurrente que desde el mes de febrero del año en curso, fue nombrada en el Centro de Conciliaciones del Poder Judicial, Sede San Ramón como Auxiliar Judicial 2 de manera interina en la plaza vacante número 350188; no obstante, se anuló su nombramiento y en su lugar se puso otra persona interina. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. CCPJ-24-06 del 20 de febrero de 2009 suscrito por el Director del Centro de Conciliación del Poder Judicial y, en consecuencia, se restituye a la amparada, en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se le ordena al Director del Centro de Conciliación del Poder Judicial, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. CL

5862-09. CESE DE NOMBRAMIENTO. Argumenta la parte recurrente que se le tramitó, por medio de acción de personal número 5109834, nombramiento interino como Profesora de Enseñanza Media, en la especialidad de inglés, en el Colegio Técnico Profesional de San Pablo de León Cortés, con fecha de rige a partir del 13 de marzo del 2008 y fecha de vencimiento el 19 de diciembre del 2009. Señala que por medio de la acción de personal número 6058543 se le tramitó cese de interinidad, a partir del 19 de diciembre del 2008, por cuanto el recurrido adujo que la fecha de vencimiento de su nombramiento interino era incorrecto, sin embargo para esa fecha, ya se encontraba en estado de embarazo. Indica que actualmente tiene 20 semanas de gestación, lo cual fue certificado por el Ginecólogo de la Clínica de Santa María de Dota, el 20 de febrero del 2009. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Asignación de Recurso Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien ocupe el cargo, que debe tomar las medidas necesarias para que la amparada se le prorrogue el nombramiento interino en el puesto y bajo las condiciones que lo venía haciendo. CL Parcial

5500-09. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. Señala la parte recurrente que la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público mediante informe de la Auditoría Interna, indica  sobre la presunta participación de funcionarios del Consejo de Transporte Público en la anómala adjudicación en la contratación de servicios de la Administración y Dirección de Varios Proyectos en el Departamento de Informática", con fundamento en el cual se acordó por parte de la Junta Directiva del referido Consejo iniciar procedimiento administrativo disciplinario contra varios funcionarios de la Dirección de Asuntos Jurídicos de ese Consejo. No obstante, existen una serie de vicios en el procedimiento, como la trasgresión a los principios esenciales del procedimiento administrativo, el principio de intimación e imputación, y que consiste en el acto procesal por medio del cual se pone en conocimiento del funcionario la acusación formal, así como el derecho a una acusación formal, que debe el juzgador individualizar al acusado, describir en detalle, en forma precisa y de manera clara el hecho que se imputa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución O.D.-001-2009 del Órgano Director del Procedimiento Administrativo emitida a las 9:00 horas del 17 de febrero del 2009, mediante la cual se dio apertura al procedimiento administrativo contra el amparado y otros, así como los demás actos posteriores, sin perjuicio de que se enderecen los procedimientos. CL

05512-09. PLAZO MUY BREVE PARA CUMPLIR REQUISITOS BAJO PENA DE DESPIDO. Argumenta el recurrente que trabaja para la autoridad recurrida desde el 16 de octubre de 1979 y actualmente ocupa el puesto en propiedad como Trabajador de Servicios Administrativos 4. Señala que en resolución RRG-9195-2008 de las 13:48 horas de 4 de noviembre de 2008, el Regulador General le notificó que de acuerdo a un Estudio de Clasificación y Valoración de Puestos y con base  en un nuevo Manual de Puestos, aprobados por la Junta Directiva de la Institución, su puesto había sido recalificado a Profesional 1. Indica que en la citada resolución se dispuso de que en razón de no cumplir con el requisito académico exigido, se suspendían los efectos del acto de reasignación hasta por un plazo de 6 meses contados a partir de la notificación, otorgándole un plazo igual para cumplir con la acreditación del título universitario de bachillerato en una carrera a fin al puesto. Señala que le solicitan un requisito imposible de cumplir en las condiciones otorgadas, lo que le dejan en una situación vulnerable, ya que pasados los 6 meses será despedido. Se declara con lugar el recurso y se anula la resolución número RRG-9195-2008 del 4 de noviembre de 2008 únicamente en cuanto le confiere al amparado un plazo de seis meses para obtener el grado académico de bachiller universitario requerido en su puesto reclasificado. En consecuencia, se ordena al Regulador General de los Servicios Públicos, que le confiera al amparado un plazo razonable acorde a sus particulares circunstancias para conseguir el grado académico supracitado. CL

5498 -09. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que es empleado de la Junta Administrativa de Servicio Eléctrico de Cartago desde hace cinco años y se ordenó su traslado hacia el Proceso Operar y Mantener el Sistema (averías), con lo que ha sufrido un grave perjuicio ya que su jornada varió de diurna a mixta por lo que tiene que trabajar tanto de día como de noche, sábados, domingos y feriados, los horarios también variaron por lo que ahora tiene turnos alternativos de 10:00 pm a 6:00 am, 6:00 am a 4:00 pm, 9:00 am a 7:00pm, 3:00 pm a 10:00 pm.  Indica que el centro de trabajo varió al Centro de Control El Bosque que está ubicado a unos cinco kilómetros del centro de la ciudad de Cartago. Considera que existió un uso abusivo del "ius variandi" por parte del Gerente General en el tanto se violentó su derecho al debido proceso, no existe una justificación justa para su traslado y existe un grave perjuicio personal, económico, familiar y a nivel de salud de su persona. Agrega que dicho traslado se le comunicó el día 30 de mayo del 2008 por medio del oficio N° 363-G-2008 teniendo que ingresar al nuevo puesto el día 02 de junio del 2008, pese a que no existió comunicación previa, ni se le otorgó la oportunidad de defensa o de expresar los inconvenientes que ese cambio le generaría. Se declara con lugar el recurso por infracción a las garantías del debido proceso y a la estabilidad en el empleo del amparado. Se anula el traslado dispuesto inicialmente mediante el oficio 363-G-2008, de 30 de mayo de 2008. En consecuencia, se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos constitucionales.  CL
DERECHO PENAL
6824-09. ALLANAMIENTO ILEGAL. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal de Heredia, Sede en Sarapiqui en cuanto al Artículo 205 párrafo 2) del Código Penal. La norma impugnada señala: “Se impondrá prisión de seis meses a tres años e inhabilitación para el ejercicio de cargos y oficios públicos, de uno a cuatro años al agente de la autoridad o al funcionario público que allanare un domicilio sin las formalidades prescritas por la ley o fuera de los casos que ella determine. Si la formalidad faltante fuere la orden judicial, las penas anteriores se aumentarán a juicio del Juez”. Considera el juez consultante,  que la criminalización de conductas y su penalización, corresponden al legislador y no la juzgador.. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 205 párrafo segundo del Código Penal es inconstitucional. En consecuencia, se anula dicha norma del ordenamiento jurídico. Esta declaratoria tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Evacuada
6595-09. PRISION PREVENTIVA. Indica el recurrente que durante ese fin de semana el tutelado se apersonó a su finca ubicada en Upala, donde sufrió un cuadro de vértigo muy severo, en donde luego del examen físico efectuado, se recomendó reposo absoluto. Pese a lo anterior, y ante la imposibilidad de establecer comunicación para reportar su estado de salud, contra la recomendación médica, el amparado se trasladó desde Upala, propiamente de su finca localizada a 15 kilómetros de la frontera con Nicaragua, en zona montañosa, hasta los Tribunales de Justicia de Turrialba, donde incluso, debió ser atendido por un personero de la brigada de salud. No obstante lo dicho, en la audiencia llevada a cabo ante el Tribunal recurrido, se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva por espacio de 3 meses, bajo el alegato que el certificado médico aportado no era de la Caja Costarricense del Seguro Social, y además, que los timbres no estaban matados, ello aunado a que debió haber comunicado su situación. A lo dicho, alega que la autoridad recurrida no tomó en cuenta que el lugar donde se encontraba el tutelado no tenía acceso a telecomunicaciones, su estado, ni al principio de in dubio pro reo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6583-09. FALTA DE NOTIFICACION AL DEFENSOR. Alega el recurrente que el amparado ha sufrido prisión preventiva desde 2008.  Aduce que se ha violado el derecho de defensa porque su anterior defensor, renunció a ejercer su defensa y en su lugar, se nombró a otro. No obstante, ni la Fiscalía ni el Juzgado se percataron de ello, por lo que prescindieron notificar al nuevo defensor actos trascendentales para ejercer la defensa técnica, concretamente, en las audiencias convocadas para conocer de los recursos presentados por el defensor original y en las que se decretó la prisión preventiva del amparado. Todo esto vicia la declaratoria de prisión y su posterior prórroga. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena a la Juez del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, proceder a programar y celebrar de inmediato la vista oral correspondiente a la solicitud de prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva que fue solicitada en contra del amparado por el Fiscal el veinte de febrero de dos mil nueve. Por su parte, se le ordena a la Juez del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José notificar en forma inmediata al defensor del recurrente el voto No. 115-2009 de las quince horas quince minutos del veintiséis de febrero de dos mil nueve. CL

5581-09. DETENCION. Acusa el amparado que está detenido a la orden del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, privado de libertad en virtud de una orden de captura no cancelada del sistema informático, por error.  Explica que enfrentó causa por privación de libertad, en la cual se realizó una conciliación y se llegó a un compromiso que está en cumplimiento, por lo que no hay motivo para privarlo de su libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL

6000-09. DETENCIÓN. Manifiesta el recurrente que sus representados permanecieron detenidos por orden de la Fiscalía en las Celdas del Organismo de Investigación Judicial, con el propósito de que se realizaran inspecciones oculares y se recolectara prueba que sería utilizada en su contra, sin que al efecto se les asignara un defensor público. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
6005-09. PRISIÓN PREVENTIVA PRORROGADA POR EL TRIBUNAL DE OFICIO. Alega la recurrente que en la causa penal que se le sigue al amparado tenía fecha para la celebración del debate, el cual no se llevó a cabo en razón de que el imputado no fue trasladado del Centro de Atención Institucional de San José al Tribunal, lo anterior, por un error de la propia autoridad recurrida que giró la orden de traslado al Centro de Atención Institucional Sandoval, pese a que el amparado se encuentra descontando prisión preventiva en San José.  Menciona que el Tribunal Penal del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica ordenó la prórroga de la prisión preventiva del amparado por el término de 2 meses y que el Ministerio Público no solicitó a las autoridades recurridas la prórroga de la prisión preventiva, por lo que el dictado de la resolución en cuestión se dictó de oficio, lo cual resulta contrario a derecho y lesiona los derechos fundamentales del amparado. Se declara  parcialmente con lugar el recurso, únicamente a fin de que la privación preventiva del imputado no se prolongue más de lo estrictamente necesario para celebrar el debate y, en consecuencia, se ordena al Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica que celebre el juicio a la mayor brevedad posible y adecue su agenda o reasigne el caso a la sección que tenga disponibilidad de agenda más pronto. CL Parcial.

5971-09.  IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS, REGISTRADO HACE MÁS DE 20 AÑOS. Indica el recurrente que el trece de marzo del presente año, en las oficinas de Migración en la frontera de Peñas Blancas, le impidieron la salida del país, aduciendo que tenía impedimento de salida, pero en realidad no existe ninguna causal, con lo que se violenta su libre derecho de tránsito, el cual fue emitido en 1987. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director General de Migración y Extranjería y al Juez Coordinador a.i. del Juzgado Penal de Heredia coordinar cada uno en el ámbito de sus competencias, para que de forma inmediata se proceda al levantamiento del impedimento de salida del país existente contra el amparado, de nacionalidad de nicaragüense,  y emitir, en caso de que así proceda, la resolución pertinente que respalde el impedimento en contra del recurrente. CL 

5951-09. PRISIÓN PREVENTIVA.Manifiesta la  recurrente que  su representado descuenta prisión preventiva, y que se realizó una vista oral,  en razón de que las circunstancias variaron y en ella se ofreció arraigo familiar y trabajo estable del ofendido, no obstante el Juez que resolvió no valoró correctamente  la prueba y dejó en libertad al imputado principal; no así, a su representado al cual le mantuvo la medida de prisión. Estima que la resolución que dictó la prisión preventiva en contra del encartado está plegada de mal razonamiento, falta de fundamentación y un despliegue de poder por parte del Juez que la ordenó. Analizado el caso y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
5897-09. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ORDENA VISTA ORAL. Manifiesta la recurrente que  dentro del proceso penal que se les sigue a sus representados se programó una vista oral para efectos de solicitar un cambio de medidas cautelares, ya que los imputados se encuentran privados de libertad. Indica que ese día se presentó al despacho recurrido,  y  le manifestaron que la llamarían a efectos de indicarle el número de Sala para realizar la vista. Que en varias oportunidades consultó por lo anterior y siempre le manifestaron que esperara a que la llamaran. Seguidamente  después de varias consultas, preguntó nuevamente por la vista y fue en ese momento cuando se le indicó  que la vista se había realizado sin su presencia, y que habían confeccionado una constancia de que no se encontraba en el lugar. Se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los tutelados, y se le ordena al Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, fijar inmediatamente una nueva audiencia oral en la fecha más próxima para que la defensora de los tutelados exponga los motivos de su petición de cambio de medida cautelar y, de ser necesario, se reciba el testimonio de los testigos ofrecidos por la defensa. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

5437-09. DICTAN PRISION PREVENTIVA SIN CONVOCAR AUDIENCIA SOLICIADA POR LA DEFENSA. Alega el recurrente recurrente que en contra de su representado se tramita causa penal y que mediante resolución se ordenó medidas cautelares contra su representado distintas de la prisión preventiva. Indica que el Ministerio Público al encontrarse inconforme con lo resuelto, interpuso recurso de apelación, contra la citada resolución. Señala que sobre el mencionado recurso la defensa fue emplazada por el Juzgado recurrido, por lo que se solicitó al Juzgado Penal accionado, señalar la audiencia oral a los efectos de explicar de viva voz las razones por las cuales el estado de libertad del amparado debe mantenerse.  Agrega que el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José, por voto número 374-2008 de las 10:45 horas del 11 de diciembre de 2008, sin conceder la audiencia solicitada y sin explicar el por qué la denegó, revocó las medidas cautelares dictadas contra el amparado y ordenó su prisión preventiva por el plazo de 6 meses. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL
DERECHO TRIBUTARIO
6841-09. AUMENTO EN IMPUESTOS MUNICIPALES DE TIBAS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás, número 8523 del 20 de junio del 2006. La norma se impugna en cuanto, en criterio de los accionantes y en resumen, lesiona su derecho al libre comercio y, además, constituye un mecanismo confiscatorio de su hacienda. Lo anterior debido a que el artículo cuestionado conlleva, en el fondo, el aumento desmedido -de hasta un 500%- de lo que en realidad es o debería ser una tasa municipal por concepto de recolección de desechos sólidos, disfrazada de impuesto de patentes y aplicable solo a un sector del municipio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción número 07-000843-0007-CO. En cuanto a la acción acumulada numero 07-002277, se declara sin lugar la acción. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

5520-09 NIEGAN  NATURALIZACIÓN. Señala el recurrente que es ciudadano cubano y presentó solicitud de naturalización con todos los requisitos legales y reglamentarios, pero el Departamento de Opciones y Naturalizaciones denegó su solicitud con el argumento que hay un registro relacionado con él en la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional. Manifiesta que él es una persona de buenas costumbres y que se está violentando el principio de inocencia constitucional que lo protege. Considera que la denegatoria carece de fundamentación adecuada y suficiente, violenta el derecho de defensa y el debido proceso, porque no se le explica ni define en qué consistió la mala conducta desplegada, ni se le dio audiencia ni derecho a defenderse respecto a esa supuesta mala conducta. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución Nº 792, de las 13:00 horas del 2 de febrero de 2009. Se ordena a la Directora General del Registro Civil y Jefe de la Sección de Opciones y Naturalizaciones, que se tomen las medidas de su competencia para que en el plazo de diez días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva de nuevo como en derecho corresponda, la solicitud planteada por el recurrente, fundamentando adecuadamente su decisión. CL

FAMILIA
7113-09. SE IMPIDE RELACION A MENOR CON SU MADRE. Alega la recurrente que por un error de su madre, fue internada en el Patronato Nacional de la Infancia con miras a la adopción, desde que tenía 5 años de edad. Afirma que durante ocho años, el PANI le declaró en estado de abandono, en cuyo proceso  las gestiones de su madre no fueron atendidas y durante ese mismo tiempo, se le ha privado de una relación con su progenitora. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Profesional Coordinadora de la Oficina Local del Patronato Nacional de la Infancia de Pococí, permitir a la menor recurrente tener contacto con su madre, salvo seria afectación de sus intereses, que deberá plasmarse en una decisión debidamente fundamentada. CL

5448-09. DEBER DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA DE PROTEGER A MENORES. Señala la parte recurrente que el  menor amparado es vecino de Los Guido de Desamparados, que se presentó con un oficial de la Policía de Desamparados, en oficinas centrales del Organismo de Investigación Judicial para informar que había sido víctima de amenazas por parte de una banda. Indicó que el menor narró, que integrantes de esa organización dispararon en repetidas ocasiones a la casa donde actualmente vive y logró escapar y acudir al puesto policial más cercano. Por tal motivo solicito a la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas del Delito del Ministerio Público, en donde se le solicitó auxilio al Patronato Nacional de la Infancia para que le ofreciera albergue, pues era el único medio factible de brindar protección efectiva al menor ante el alto riesgo sufrido. El Gerente Técnico del PANI, mediante oficio D.A.I.2009-0275, comunicó a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Ministerio Público que la protección de personas menores de edad en las circunstancias dichas, no está dentro de las atribuciones y competencias de la Institución, no obstante, señaló, que en el marco de la colaboración institucional, estaba dispuesto a facilitar, de manera excepcional y por esta única vez las instalaciones a efecto de mantener a la persona menor. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente Ejecutivo del Patronato Nacional de la Infancia en coordinación con el Ministerio Público tomar las medidas de protección y vigilancia del menor hasta tanto no cese el estado de amenaza contra la vida e integridad física. CL
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
5843-09. NIEGAN DESAFILIACIÓN DE SINDICATO A TRABAJADOR.  Indica el recurrente que el Sindicato de Trabajadores Muelleros y Predios de Costa Rica  se constituyó el 2 de octubre de 2006 y, asociarse a esa organización; no obstante, posteriormente renunció a seguir formando parte del sindicato ante el Secretario General. Además, solicitó se le notificara a la empresa para la cual trabaja esa decisión, para que de esa manera no se le continúe rebajando la cuota sindical de quinientos colones mensuales. Pero el Sindicato se ha negado a tramitar la desafiliación por motivos que el recurrente desconoce. Se declara con lugar el recurso. CL.

5841-09. NIEGAN DESAFILIACION DE SINDICATO. Señala la recurrente que desde hace nueve años es conserje pensionada, pero por constancias de rebajos se enteró que desde setiembre del dos mil ocho se le está rebajando una cuota de afiliación al sindicato recurrido, al cual había renunciado desde mil novecientos noventa y nueve. Por esa razón, el veintisiete de octubre del dos mil ocho, nuevamente planteó su renuncia a ese sindicato, pero aún así, se le mantiene afiliada y consecuentemente se le rebaja la cuota de afiliación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Sindicato Costarricense de Conserjes del Sector Público Privado y afines, adoptar las medidas correspondientes para que de inmediato se proceda a devolver a la amparada los montos correspondientes a las cuotas de afiliación al Sindicato Costarricense de Conserjes del Sector Público Privado y afines, que le fueron deducidas de su pensión a partir del mes de diciembre de dos mil ocho. CL

MINORIAS
7155-09. SE ORDENA CONSTRUIR ACERAS EN LOS CHILES. Alega el recurrente que residente del distrito central del cantón de Los Chiles y que ese lugar no cuenta con las aceras necesarias para el traslado de una persona con discapacidad y adultos mayores.  Acusa que debido a la falta de aceras las personas deben trasladarse en muchas ocasiones por la orilla de la calle, arriesgándose a sufrir un accidente de tránsito. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Los Chiles , o a quien  ejerza ese cargo, que adopte las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, construya las aceras que echa de menos el recurrente, en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que corresponda a los respectivos propietarios o poseedores de bienes inmuebles de las zonas indicadas los aperciba para que inicien la construcción de aceras frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. CL

6104-09. FALTA DE CONDICIONES PARA PERSONAS CON ALGUNA DISCAPACIDAD EN EDIFICIO DE MUNICIPALIDAD DE SANTA BARBARA DE HEREDIA. Alega el recurrente que la planta alta del palacio municipal carece de una rampa, por lo que a las personas con discapacidad o adultas mayores -como es su caso- se les dificulta poder asistir a las sesiones del Concejo Municipal, así como también realizar trámites administrativos, ya que no pueden subir las gradas. Manifiestan que regularmente asisten a las sesiones del citado Concejo y han tenido que permanecer en pie ya que los personeros de la municipalidad recurrida quitaron varios asientos de la sala de sesiones, dejando únicamente ocho sillas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena  al Alcalde Municipal y  a la Presidenta del Concejo Municipal, respectivamente, ambos de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, que deberán en término improrrogable de 3 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, tomar las medidas necesarias, para que todas las personas sin discriminación alguna tengan acceso a las oficinas de atención al público, de ese municipio. CL Parcial
6045-09. CONSULTA A PUEBLOS INDIGENAS SOBRE PROYECTO HIDROELECTRICO. Alega el recurrente que el Instituto Costarricense de Electricidad, ha lesionado el artículo 6 del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes 1989, ya que, no le consultó a los habitantes de la Reserva Indígena de Térraba, previo a realizar los estudios para el Proyecto Hidroeléctrico El Díquís. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia y atendiendo a las particularidades del asunto planteado, se declara sin lugar el recurso. SL

5864-09. SE ORDENA HACER PASO PEATONAL FRENTE HOSPITAL MEXICO, PARA PERSONAS CON ALGUNA DISCAPACIDAD. Alega el recurrente que la Corporación Municipal recurrida construyó un bulevar en avenida cuatro en San José que carece de aceras,  rampas y desniveles que permitan el desplazamiento de personas con discapacidad. Agrega que los puentes peatonales ubicados frente a los hospitales San Juan de Dios y México no cuentan con las dimensiones y demás medidas para que puedan ser utilizadas por una persona en silla de ruedas, situación que se agrava por el hecho de que los recurridos no han tomado las medidas pertinentes para paliar dicha situación. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, contra el Consejo Nacional de Vialidad, por la omisión en adecuar el puente peatonal ubicado frente al Hospital México, a fin de instalar un paso peatonal que se ajuste a los  requisitos técnicos exigidos por la Ley No. 7600 y su reglamento, en aras de garantizar que éste pueda ser utilizado sin riesgo alguno por las personas con discapacidad. Se ordena a la Presidenta del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad, que adopte de forma inmediata las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras correspondientes a fin de ajustar el mencionado puente peatonal a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. CL Parcial

5519-09. FALTA DE SERVICIOS SANITARIOS ACONDICIONADOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN CENTRO EDUCATIVO. Manifiesta el recurrente que es padre de un niño con discapacidad y que la institución recurrida, no cuenta con un servicio sanitario para personas con necesidades especiales. Se declara con lugar el recurso por violación del artículo 33 de la Constitución Política. En consecuencia se ordena al Director del Instituto de Enseñanza General Básica América Central del Ministerio de Educación Pública, realizar las gestiones pertinentes con asesoramiento técnico-especializado, en coordinación con el CENIFE, a efectos de que, dentro del plazo de SEIS MESES contados a partir de la notificación de esta resolución, se  proceda a la habilitación y remodelación de los servicios sanitarios accesibles para las personas con discapacidad en el Instituto de Enseñanza General Básica América Central. Asimismo, que informe a la Sala de los avances de la construcción y del momento en que éstas estén debidamente terminadas. CL

5494-09. CENTRO PENITENCIARIO NO TIENE CONDICIONES ADECUADAS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  Señala el recurrente que es una persona de 66 años de edad, quien padece de un serio problema de cadera y se encuentra bajo la condición de apremio corporal en la Unidad de Pensiones Alimentarias -Unidad de Apremiados- del Centro de Atención Institucional La Reforma, ámbito carcelario que incumple la Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad -Ley 7600- . Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin que la Unidad de Apremiados de ese Centro de Atención Institucional satisfaga los requerimientos de la Ley No. 7600 con respecto a las personas con discapacidad, dentro del plazo improrrogable de ocho meses a partir de la notificación de esta sentencia. CL

PODER JUDICIAL
5735-09. REGISTRO DE NOMBRES EN SENTENCIAS DE LA CORTE, QUE CONSTAN EN LA PAGINA WEB DEL PODER JUDICIAL. Acusa el recurrente que resulta de suma facilidad ingresar a internet y digitar su nombre, para que en cuestión de segundos aparezca en las páginas web del Digesto y el Sistema Costarricense de Información Jurídica del Poder Judicial (SCIJ), la información de un acto jurídico que enfrentó en el pasado y por el cual fue condenado, pero ya pagó y por ende es historia, solamente para fines de simple jurisprudencia o fuente de materia jurídica. Por esa razón considera que no hay necesidad de que su nombre siga apareciendo, por lo menos en ese sistema. Que está de acuerdo en que se mantenga un registro de sentencias, sean éstas absolutorias o condenatorias, pero no a vista y paciencia de quien así lo quiera para satisfacer su curiosidad o morbo. Que el daño que puede causar la información en la manera como se ofrece, puede causar consecuencias diversas y gravosas, como mortificaciones innecesarias a familiares y denegatorias en oportunidades de trabajo, pues aún cuando el Registro Judicial mantiene esa información por diez años, en estos sistemas se mantienen indefinidamente, por lo que se estaría ante una pena accesoria y perpetua. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia y las particularidades de este caso concreto, se declara sin lugar el recurso. SL

PRIVADOS DE LIBERTAD
6584-09. REUBICACIÓN DE  PRIVADO DE LIBERTAD INDICADO. Alega el recurrente que contra su defendido se tramita proceso penal por imputársele el delito de venta de drogas. Por los hechos que se le investigan, el imputado ha venido cumpliendo medida cautelar de prisión preventiva en el centro penitenciario recurrido, propiamente en el Ámbito C, compartiendo con personas indiciadas y sentenciadas. El vicio radica en que a la fecha, la restricción de libertad de su defendido ha sido violatoria de las normas establecidas para los centros penitenciarios, bajo las cuales deben clasificar y organizar la población privada de libertad  en cuanto a establecer diferencias entre los indiciados y los sentenciados. Estima que tal situación lesiona gravemente la dignidad de su patrocinado, toda vez que no se le brinda el trato adecuado a su condición de indiciado, el que está cobijado principalmente por su estado de inocencia, principio que hasta este momento no ha sido quebrantado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de Puntarenas, disponer de inmediato lo correspondiente, para mantener al amparado separado de los privados de libertad que tengan la condición de sentenciados. CL

SERVICIOS PUBLICOS
7122-09. SUSPENDEN SERVICIO DE AGUA POTABLE. SUJETO DE DERECHO PRIVADO. Alega el recurrente que la persona que le alquila un local comercial, le suspendió el servicio de agua, por diferencias personales. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia, se ordena al recurrido que en forma inmediata, reconecte el servicio de agua potable al local que alquila el amparado, y cese sus amenazas de suprimirle el servicio de electricidad. CL
6055-09 AUMENTO EN LAS TARIFAS DEL SERVICIO PÚBLICO MODALIDAD AUTOBÚS. Indica el recurrente que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos estableció un aumento en las tarifas del servicio público modalidad autobús en varias rutas, sin llevarse a cabo una audiencia previa para que el público en general participara e impugnara la disposición aludida. En consecuencia, estima que dicho aumento es desproporcionado por cuanto los vecinos de la localidad no cuentan con los recursos necesarios para cancelar por la tarifa de transporte un precio tan elevado, por lo que solicita se declare con lugar el recurso y se ordene a las autoridades recurridas anular la aplicación del aumento impugnado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
6084-09. AUDIENCIA PÚBLICA POR VIDEO CONFERENCIA NO PERMITIÓ PARTICIPACIÓN DE TODAS LAS PERSONAS, POR PROBLEMAS TÉCNICOS. Alega el recurrente que se programó una audiencia por parte de la recurrida, la cual se efectuó por medio de videoconferencia en forma simultánea, en el auditorio de la autoridad recurrida y en los Tribunales de Justicia de Limón centro, Heredia centro, Ciudad Quesada, Liberia, Puntarenas centro, Pérez Zeledón y Cartago centro.  Que de conformidad con la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, se  establece que cualquier persona puede interponer su oposición  o coadyuvancia, por escrito o en forma verbal, el día en que se celebra la audiencia pública. Indica que  debido a fallas técnicas atribuibles, únicamente, a la autoridad recurrida, fue imposible el enlace simultáneo de la videoconferencia.  Señala que las personas que acudieron a la convocatoria, no les fue posible presentar oposiciones o coadyuvancias en cuanto al Reglamento sobre Régimen de Protección al Usuario Final.  Se declara con lugar el recurso, por infracción del artículo 9º de la Constitución Política. Se ordena al Regulador General de los Servicios Públicos, reprogramar la audiencia que aquí interesa,  permitiendo la participación de todos interesados. CL
6030-09 DENEGATORIA DE  INSTALACIÓN DEL SERVICIO DE CAFÉ INTERNET. Indica que presentó ante la Superintendencia recurrida una solicitud de autorización para brindar servicios de reventa de internet en un ciber café y telefonía internacional. Que para tales efectos adjuntó a su solicitudes, todos y cada uno de los requisitos establecidos legalmente, conforme el Reglamento a la Ley General de Telecomunicaciones. Que no obstante lo anterior, le solicitaron una serie de requisitos adicionales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

5814-09. TRABAJOS DE REPARACION DE CALLES SUSPENDIDOS EN BARRIO SAGRADA FAMILIA DE PEREZ ZELEDON. Argumentan los vecinos  de Barrio Sagrada Familia de Pérez Zeledón, que la autoridad recurrida suspendió labores de pavimentación de las vías. Que el estado actual de las calles y los movimientos de material producen serios trastornos a los vecinos del lugar, pues se genera grandes nubes de polvo que se mezclan con los alimentos que consumen, amén de que provocan una serie de enfermedades como asma, alergias y gripe. Aducen que las maquinarias empleadas en la reparación de las citadas vías redujeron el nivel de la calle en treinta centímetros, situación que les dificulta ingresar vehículos a sus viviendas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, que gire las órdenes respectivas y emita los actos requeridos para que ese ministerio aporte los materiales, el equipo y la maquinaria dispuestos en el convenio número 12-ADI-01-019-0010-2008, tendiente al asfaltado parcial del Barrio Sagrada Familia de Pérez Zeledón, dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL

5851-09. SUSPENDEN SERVICIO DE AGUA POTABLE EN  NANCES DE ESPARZA. Indica la parte recurrente que vive desde el mes de setiembre del 2007, en Nances, Esparza y a pesar de haber cumplido el pago mensual de las facturas por consumo de agua, la Institución recurrida "casi todos los días", de las 08:00 a las 14:00 horas, corta el suministro de agua a los vecinos de la localidad donde reside, “sin previo aviso”. Señala que debido a esas suspensiones, le envió una nota el 16 de octubre del año 2007, al Jefe de la Sucursal del Instituto accionado, en la cual le solicitó una explicación sobre tal situación. Agrega que el funcionario accionado le contestó por oficio RPC-2007-010, con fecha 18 de octubre del 2007, en el cual alegó problemas con la tubería que viene de Peñas Blancas y que prometía normalizar el suministro de agua, sin que hasta ahora se haya arreglado el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo y Jefe de la Oficina Cantonal de Esparza, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, adoptar las medidas pertinentes dentro de la esfera de sus competencias para solucionar, de manera definitiva, el problema de abastecimiento de agua potable que sufren los vecinos de Nances, Esparza y lugares circunvecinos. CL.

5842-09. FALTA DE MANTENIMIENTO DE AREAS DE JUEGO EN URBANIZACION EN HEREDIA. Alega el recurrente que reside en la urbanización La Amada en San Pablo de Heredia y que el área supuestamente destinada a juegos, se encuentra en total abandono, sin que las autoridades correspondientes hagan nada por arreglar el problema, a pesar de sus denuncias. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la Alcaldesa Municipal y Presidente del Concejo Municipal de Barva, que tomen las medidas de su competencia para que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, se dispongan las obras necesarias para recuperar el área comunal de de juegos infantiles del Residencial La Amada. El Magistrado Vargas Benavides salva el voto y declara con lugar el amparo en todos sus extremos. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

5495-09. APREMIO CORPORAL DE MONTO QUE YA DEPOSITO. Alega el recurrente que el veintisiete de enero del presente año, mediante sentencia de segunda instancia se le eximió del pago de pensión alimentaria para una de las beneficiarias. Alega que en fecha 12 de marzo se le notificó orden de apremio corporal dictada por el Juzgado recurrido, alegando que debía la II Quincena de Febrero, por una cantidad de ciento cincuenta mil colones. No obstante; consta el depósito fechado diez de febrero del dos mil nueve por un monto de trescientos mil colones. Considera lesionada su libertad de tránsito, por cuanto el Juzgado recurrido dictó orden de apremio corporal en virtud de una aplicación errónea del depósito que realizó, ya que no se tomó en cuenta la exclusión de beneficio que dictó el Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de Goicoechea. Estima que lo más grave del asunto es que en su contra se solicitó orden de captura, por un "delito" que no cometió lesionando con ello su libertad personal. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el apremio ordenado en contra del recurrente. CL







